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CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO DEL TRAItAJO 
DE LAS JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE EN LAS ENTIDA-
DES FEDERATIVAS DEL TERRITORIO MEXICANO. LOS PRIMEROS -
TRIBUNALES DEL TRABAJO EN LOS ESTADOS DE VERACRUZ, YUCA-
TAN Y COAHUILA. 

1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

No obstante que ha transcurrido más de medio siglo de ha 

1erse establecido las Juntas de Conciliación y Arbitraje, con--

forme al artículo 123 de la Constitución Federal del 5 de Pebre 

ro de 1917, que actualmente nos rige, afín no se ha llegado a una 

conclusión definitiva sobre su naturaleza jurídica, ya que tan-

te la doctrina como la Jurisprudencia han expuesto .oriterios — 

=uy variables y disímbolos sobre esta materia tan importante. 

Así se ha expresado en numerosas ocasiones que las Jun-

tas de Conciliación y Arbitraje no son tribunales judiciales, - 

bien que son tribunales de conciencia, de equidad, o de dere-

cho, criterios que no tienen exclusivamente trascendencia •93pe-

culativa, sino esencialmente efectos de car.leter prIctico, ya - 

que de acuerdo con el punto de vista que se sustente sobre,  la - 

zitada naturaleza jurídica de las mencionadas juntas, ra dei-- 

2 
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van consecuencias que le son atribuidas por la jurisprudencia y 

por la legislación. 

En tal virtud no resulta indtil reflexionar nuevamente,-

pero abandonando las actitudes emotivas que señaló el ilustre - 

Narciso D 	(1)assols. 	sobre la verdadera naturaleza jurídica de- 

los organismos que deciden las controversias o conflictos de ea 

rácter laboral en nuestro país, tomando en cuenta los adelantos 

de la ciencia moderna del derecho procesal, que nos pueden pro-

porcionar criterios más rigurosos para abordar este problema. 

2. EL PENSAMIENTO DEL CONSTITUYENTE 

El Congreso Constituyente reunido en la Ciudad de Queró-

taro en los dltimos meses de 1916 y primeros de 1917, se advier 

te con claridad dos tendencias sobre la configuración que debe-

ría otorgarse a los organismos encargados de resolver las con--

troversias de carácter laboral: 

a) La de la diputación de Yucatán, especialmente del di-

putado obrero lléctor Victoria, que pretendió el establecimiento 

en cada entidad federativa de un tribunal de arbitraje similar-

al que funcionaba en aquel Estado, en virtud de la legislación-

expedida por Salvador Alvarado el 14 de mayo y el 11 de diciem- 

bre (2) 
 de 1915 	; partiendo de la base que se trataba de verdade 

ros tribunales especiales. 

(1) Revista General de Derecho y Jurisprudencia, Tomu I, plg. -
203, 1930 

(2) Nuevo Derecho Procesal del Trabajo. Alberto Trucha Urbina. 
1973. 
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b) La segunda corriente es la que en,zabeza José Nativi--

dad Mecías, quien redactó el proye= de L,ey de Trabajo, publi-

cado en Veracruz en 1915, que sirvil. de apoyo a la comisión es-

pecial presidida por el ingeniero Pastor 714cuaix. Esta corrien-

te parece inclinarse por el arbitre que se practicaba en esa- 

época en Inglaterra y en Bélgica, lo cual explica que en la 	- 

fracción XXI del proyecto del que desp,As se aprobó como artícu 

lo 123, se Incluye el escrito de co:tpronza, que posteriormente 

fue suprimido por la comisión de censtitri,In que dió forma de-

finitiva al citado proyecto. (3) 

Debe de recordarse el famcsc diszuzs pronunciado por el 

mismo José Natividad Hacías el 26 de d..enlbre de 191G, en el -

que insistió sobre la opinión de q..:e las :untas de Conciliación 

y Arbitraje no debían considerarse :cm -:verdaderos tribunales - 

adn cuando no precisó la naturaleza que era otorgaise a las - 

mismas. 

Lo cierto es que los oons.....::Jer.: 	r-,o tenían una idea - 

precisa de los órganos paritarios cae .a...nlecieron para la re- 

solución de los conflictos laboralez, -¡1 	e la influencia in-- 

terna de las legislaciones del pert:,5,7 pr,:,y-_1nstitucional y la - 

externa de las legislaciones de Fra7,r, 7-.f:Igica, Estados Uni— 

dos, Alemania, así como Austria y 	eran bastan-- 

tes complejas para permitir la 	precisa de las - 

nacientes Juntas do Conciliacin 

01-11.V1 heqislatura de la Cnma,...a 
	

Derechos del 
Pueblo Mexicano. >1xico a 
	Constituciones, -- 

1967, Tomo V111, pp. 628-62:. 
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3. 	LEGISLACIONES LOCALES. 

Las leyes expedidas por las legislaturas de las entida--

des federativas con apoyo en el texto primitivo del primer párra 

fo del articulo 123 Constitucional, tampoco nos pueden servir - 

de índice para determinar la naturaleza de los citados organis-

mos paritarios en los primeros años de aplicación de las frac—

ciones XX y XXI del mismo precepto fundamental. Cuyo texto pri 

mitivo del citado primer párrafo del artículo 123 Constitucio--

nal disponía: "El Congreso de la Us6-7, y las Legislaturas de -- 

los Estados deberá expedir leyes s-. re el trabajo, fundadas f n-

las necesidades de cada región, s1n zoontravenir las bases si---

guientes, las cuales regirán el tro2roao de los obreros, )ornale 

ros , empleados domésticos y artesanos y de una manera general 

todo contrato de trabajo...." 

a) En efecto, la Ley del TIADG de Veracruz expedida --

por Cándido Aquilar el 14 de Entres j.e 1918, las consideré COMO-

autoridades administrativas, de a.:e.lerdo con su exposicién de mo 

tivos, pero, por otra parte, sometí_` a su .00nocimiento la reso-

lucién tanto de los conflictos indiv:otuales y colectivos jurfrii 

cos, como los podemos calificar de corzérrdcos, incluyendo las -

huelgas, pero sin establecer los defectos del Laudo respectivo. 

b) Por su parte, la Ley del T:.1bajo de Yucatán, goberna-

do por Felipe Carrillo Puerto, expedlia el 2 de octubre ti mis 

mo ano de 1918, también encomendé a las Juntas de Coneillacién-

y Arbitraje el conocimiento de todo tlpo de conflictos y no ex-

clusivamente los de carácter econér.i.:o, confiriendo a 
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organismos facultades para hacer cumplir sus determinaciones de 

acuerdo .00n los medios de apremio que señala el Código de Proce 

dimientos Civiles de la referida entidad, 

c) Uno de los primeros ordenamientos que se expidieron - 

para reglamentar las citadas fracciones XX y XXI del invocado - 

artículo 123 de la Constitución Federal, es decir, el Código --

del Trabajo del Estado de Campeche de 21 de diciembre de 1917,-

por influencia de la legislación anterior para el Estado de Yu-

catán, bajo el período de Salvador Alvarado, estableció un Tri-

bunal de Trabajo, de carácter paritario y con funciones de San-

ta de Conciliación y Junta Central de Conciliación y Arl.itraje, 

así como Tribunal de Arbitraje (articulo 206); y se le etoga--

ron facultades para hacer ejecutar sus determinaciones de acuer 

do con lo señalado por el Código de Procedimientos Civiles del-

Estado (artículo 326), incluyendo la ejecución de sentencia.(4) 

d) Como sería muy difícil analizar todas y cada una de 

las Leyes del trabajo expedidas por las entidades federativs 

antes de la reforma constitucional de 1929, que centraliz - 

la legislación laboral, señalaremos algunos ejemplos significa-

tivos sobre la concepción que se tenía sobre las Juntas de Con-

ciliación y Arbitraje en el Estado de México, de 30 de enero de 

1918, los fallos de las propias Juntas debían hacerse 

vos en la Vía Administrativa, por el Gv,bernador 	Eqta ,:-,  1 1 r- 

tículo 29), y el artículo 30 disponía que mientras 

(4) Compilación publicada por la Secretaría de lndu5tria, 	ve  r 
dio y Trabajo en el ano de 1928, con el títul..7) 
del Trabajo de los Estados Unidos Mexicanos". 



el procedimiento especial que debería seguirse para ejecutar 

los fallos de los citados organismos se seguiría, en todo lo 

patible, el procedimiento económico coactivo que se aplicaba en 

dicha entidad para el cobro de impuestos absolutos. 

El carácter administrativo de estas Juntas del Estad,:, 

México se confirmaba con la posibilidad del recurso de apebei17. 

de sus fallos ante el gobierno del. Estado (articulo 32), 

e) Otro sistema seguían las leyes reglamentarias de 1. 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, expedidas en los estados 

Guanajuato y San Luis Potosí, el 1' de junio y el 22 de febr,»1 

respectivamente. 

En Guanajuato se estableció que el arbitraje era 

torio para los patrones y los obreros y que la parte qut se neg 

ba a someterse al mismo o a cumplir el Laudo correspondiente, 

curriría en una sanción pero si era el patrono debía 

el trabajador con tres meses de salario, y para ello la Junta --

respectiva expedía una constancia con la cantidad que debía r-

garse, la que se entregaba al representante de los trabajadon 

para que se hiciera efectiva por la autoridad judicial, de - --

acuerdo con el Código de Procedimientos Civiles del Estado (¿1:- -

tIculo 35_40). 

En la Ley de San Luis Potosí, se disponía que la:; 

para haeei 	nes det.erminacreiles, deberían 0(.:11Y il 

jueces (1,1 fuera 	 ' 	( -4)1 i qa,.1, 15 ,1 

las vu,dida:; d, 11,r ,,nliu que fueran ii~satian en auxilio d.. 



8 

lías, y para la ejecución de los Laudos deberían pasarse los Tau 

tos correspondientes a los propios jueces del orden coman para-

su cumplimiento, y lo mismo debería hacerse para la ejecución -

de las transacciones o convenios (Artículos 22-23). 

4. OPINION PATRONAL EN LOS PPIMEROS Anos DE APLICACION DEL AR--

TICULO 123. 

Las asociaciones patronales se negaron en un principio a 

admitir la intervención de las Juntas de Conciliación y Arbitra 

je, y lucharon por todos los medíos para lograr que los conflic.  

tos laborales de carácter jurídico se sometiesen a los tribuna-

les ordinarios, de acuerdo con el criterio Interior a la expedi, 

ción del Código Fundamental de 1917. 

Este punto de vista se observa claramente en el estudio-

presentado por las Comisiones Unidas de la Confederación Fabril 

Nacional Mexicana y Centro Industrial Mexicano de Puebla, en re 

lación con el proyecto do Ley del Trabajo para el Distrito Fede 

rol y Territorios, presentado al Congreso de la Unión un el año 

de 1919 (5), ya que el referido estudio, 	citadas asociarjn- 

nes patronales objetaron todo el Capítulo VII, relativo a las - 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, precisamente con el argumon 

Lo de la prollibict6n de los Tribunales Espec.jales por parte al 

articulo 13 de lo Const:ituci6n Federal, sosteniendo que, pu: 

otra porte, no exhalan demarcadas lar; diferencias tf.!cnieos en-

tro lo ConctliacIrm y el Arbitraje, pues no haWLin quedddo ..!;ta 

(5) Ley del Trabajo, Estudio presentado pnr 	1.omisione!; U111 - 
aa; de la Cohlederoei6n Febril Nar...ional Me:,.icana y i'entrf - 
Indutrtal Memi(:ano de Puebla, t.1(tzieo. 19.'1. pp. 11-4q. 



blecidas en el texto constitucional, las facultades, competen- 

cia y atribuciones de las Juntas respectivas. (6) 

En último extremo y con independencia de la objeción de 

inconstitucionalidad, las mencionadas asociaciones empresaria--

les aceptaban que las Juntas de Conciliación y Arbitraje inter-

viniesen en la resolución de los conflictos Colectivos, agregan 

do que: "Y no como a cada paso se ha pretendido, tanto en el --

Distrito Federal como en otros Estados, que esas Juntas resuel-

van controversias individuales entre un patrón y un obrero, por 

que esas disensiones se deben resolver, si no hay aveniencia en 

tre ellos, es decir, si no llegan a acuerdo solidario, ante los 

jueces del orden común de cada localidad. 

Además de la confusión de la legislación local y el cri-

terio restrictivo de las asociaciones patronales, la Suprema 

Corte de justicia adoptó en los primeros tiempos un punto de 

vista desacertado, el cual sin embargo, se consider6 como una 

especie de interpretación auténtica, tomando en c(msideracIón 

que en las resoluciones dictadas en el año de 1912 intervínie--

ron algunos magistrados que actuaron como diputados en el Con—

greso Constituyente de Querétaro. (7) 

a) En la famosa Ejecutoria dictada por el mis Alto Tribu.  

(6) Obra anteriormente citada. Méx. 1921. 

(7) Mario de lo Cueva, Derecho Mexicano del 'Trabajo, Toe ir, 
1967, p. 909. 
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nal de la República en el juicio de amparo solicitado por Gui—

llermo Cabrera y pronunciada el 8 de marzo de 1918, se entable-

ció que la fracción XX del artículo 123 no podía extenderse a 

las demandas que atañían a las consecuencias de un contrato que 

hubiere expirado o que debía exigirse, ya que las mismas debe—

rían hacerse valer ante los tribunales ordinarios y no ante las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, pues de aceptarse que los 

citados organismos paritarios tuvieren facultades para conocer-

de las demandas civiles o comerciales que derivan de un contra-

to de trabajo, dándoles carácter ejecutivo a sus resoluciones,-

dejarían de ser tales juntas, extendiendo indebidamente sus fa-

cultades, al investirse de una jurisdicción que no les confería 

la Carta Fundamental, y que estaban reservadas al Poder Judi—

cial de la Federación o de los Estados. 

b) En el diverso juicio de Amparo promovido por Lane Rin 

con Mines Incorporated, resuelto el 23 de agosto del mismo añu-

de 1918, se sostuvo por la Suprema Corte de Justicia, que las - 

Juntas de Conciliación y Arbitraje no fueron establecidas para-

aplicar la Ley en cada caso concreto ni tampoco en los conflic-

tos de derecho, obligando a las partes a nometerse a sus deter- 

minaciones, ya que carecían de imperio y no podían considerarse 

como tribunales, sino como instituciones dp carácter público en_ 

tablecidas para evitar Los trastornos de la lucha entre trabaja 

dores y patrones, proponiendo nuevas bases (1e trabajo para Tic-

determinase un conflicto. 

Pero afortunadamente este criterio jurisprudencial, si 
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bien fue obligatorio para les tribunales federales, no fue acep, 

tado por las Legislaturas Locales, ya que casi todas las Leyes-

laborales otorgaron a las Juntas de Conciliación y Arbitraje fa 

cuitados para conocer de conflictos jurídicos, además de los --

económicos y de imponer sus resoluciones, segun se ha visto, ya 

sea acudiendo a los jueces comunes para el uso de la facultad -

económico-coactiva. (8) 

Por otra parte, la -Jresi.ór, de las organizaciones obreras, 

y además, el ejemplo de las L.eglslaturas locales en materia de 

Juntas de Conciliación y Artitrape, determinaron un cambio radi 

cal en la citada jurisprudenzia de la Suprema Corte, señalándo- 

se la resolución que dictó 	ciado Alto Tribunal el lo. de fe 

brero de 1924, en el juicio deA -paro solicitado por LA CORONA, 

S. A., resolución en la cual, despu6s de rechazar el argumento-

de la inconstitucionalidad de las Juntas por violación del ar—

ticulo 13 de la Carta Funda7ental, en su calidad de tribunales-

especiales, pues con todo a:7:er_c, la Suprema Corte estimó (ple-

no debía considerarse conti.apuestas dos disposiciones de la Ley 

Suprema (articulo 1.3 y 123 , sir._- 	por el contrario, deberían 

coordinarse y, en esta direco-L6r., los citados organismos garita 

rios debían estimarse como t.r..z.J.r.lies con atribuciones para re-

solver controversias tante indi-:-..dales como colectivas, ya fue 

ran juridicas o económicas. 

d) En la resolución d:..1-rada el 21 de agosto de 1924 en - 

------ - 
(8) Derecho Mexicano del 	Tcmo 11. pág. 808-S10. 

Mario de la Cueva. 
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el Amparo solicitado por la Compañía de Tranvías, Luz y Fuerza-

de Puebla, S. A. se consolidó el criterio favorable a la juris-

diccin de las Juntas, al estimar la Suprema Corte que los ci-

tados organismos tensan facultades para ejecutar sus laudos o - 

sentencias, ya que de otra manera sólo serían cuerpos consulti-

vos que no estarían encargados de dirimir las controversias re-

lativas al contrato de trabajo, sino que formularían simples de 

claraciones de derecho, en cuyo caso sus funciones serían está-

riles y no llenarían su objeto, desde el momento que la finali-

dad perseguida con su establecimiento fue la pronta resolución-

de las controversias laborales en beneficio de los trabajado---

res. (9) 

Pero una vez sentada La premisa anterior, es decir, el. - 

carácter jurisdiccional de las juntas de Conciliación y Arbitra-

je, la Jurisprudencia de la Suprema Corte posterior ha u:do muy 

imprecisa en la caracterización de las propias Juntas como vere 

mos en su oportunidad. 

6. PRINCIPALES CRITERIOS DOCTRINALES. 

A. NARCISO BASSOLS 

Alln cuando son numerosos los autores que se han ocupado- 

de la naturaleza jurídica de las juntas de Conciliación 	Arbi- 

traje, estimamos que S011 tres los prIncipalos tratadista 

han estudiado P131 1 materia, y por ello no 1; 	i ntt,, 	. 

(9) 	Albor 10 Trueba Urbin,a, Nuevo he techo PU'.'“I'eS al de 1 T hd In, 
p. 211-233. 
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nar sus tesis. 

Por lo que respecta a Narciso Rassols, se ocupó de este-

problema con gran profundidad en dos fechas distintas, en 1924-

y en 1930, y si bien so advierte una variación a cuanto- a :oas - 

puntos de vista, encontramos una directriz constante que erIvie 

ne señalar. 

a) En primer lugar, el distinguido jurisconsulto mü›:Ica-

no participó en el concurso convocado por la Confederact6 

Cámaras Industriales en el año de 1924, sobre el ter.: de las -- 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, en el cual. obtuvo 	:.sor 

lugar el estudio presentado por el propio Bassols. 

En esta ocasión, Ilassols estudia el cambio de criterio - 

de la Suprema Corte de Justicia en los asuntos ya menzlzna 

de LA CORONA, S. A. Y Compañía de Tranvías, Luz y Fuerza U, 	u,  

bla, resuelto en ese año de 1924, estimando que era corrta le 

	

tesis primitiva que se habían configurado a partir del 	- 

191.8 en el famoso asunto de Guillermo Cabrera, pues en s.....--

capto las Juntas de Conciliación y Arbitraje sólo debían *- zio 

nar como organismos arbitrales para solucionar controversias.  co  

lectivas. 

b) Para fundamentar le tesis anterior se epa;.  

	

tipos de argumentos, el primero de los cuales califro 	Ir»-- 

terpretaciÓn auténtica, en relación con las Ideas y 

--------- 
(10) Réetor Fix Zamudio. "La Naturaleza jurídica de 

de Conciliación y Arbitraje. Gaceta de la Junta 
(le Cone 	iae iÓn y Arbitraje. 	1975, p.. 12. 
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del Congreso Constituyente de Querétaro y particularmente res--

pecto a los puntos de vista de José Natividad Macías, quien ---

tanto incluyó en la comisión especial presidida por el ingenie-

ro Pastor Pouaix, que elaboró el anteproyecto del que después -

fue aprobado como artículo 123, y que contrasta con la opinión-

de la que debían incluirse en las excepciones que respecto de -

los tribunales especiales consigna el artículo 123 Constitucio-

nal. 

c) El segundo argumento se refiere a La interpretación - 

comparada con el cual se analizan la constitución y funcionamien 

to de los organismos similares existentes en las legislaciones-

extranjeras, particularmente las de Francia, Bélgica, Inglate—

rra y los Estados Unidos, que fueron invocadas expresamente por 

Placías como antecedentes de las juntas mexicanas , tomando en con 

sideración que, al menos en esa época, los referidos organismos 

que se tomaron como modelo, eran o estaban dirigidos exclusiva-

mente a la resolución de conflictos colectivos, ya que existían 

otros tibunales para el conocimiento de las controversias de ca 

rácter individual. 

d) Finalmente, Bassols acude a lo que califica como in—

terpretación racional o directa, de acuerdo con la cual, el pro 

blema que debía plantearse no era el relativo a si las Juntas - 

de Conciliación y Arbitraje eran o no tribunales en sentido es-

tricto, sino a la categoría de los,conflíctos para cuya ).rven-

cieln y resolución estaban estructurados, y en su coneuto, es-- 
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tos conflictos eran exclusivamente los de carácter colectivo.(11 

e) El mismo Bassols realizó un nuevo estudio de la Natu-

raleza Jurídica de las Juntas de Conciliación y Arbitraje en el 

año de 1930, en el articulo que publicó la Revista General de - 

Derecho y Jurisprudencia, con el título de: "Qué son, por fin,-

las Juntan de Conciliación y Arbitraje". 

El distinguido jurista sostuvo en este segundo trabajo,-

que las citadas Juntas de Conciliación y Arbitraje son y sern-

los tribunales mexicanos del trabajo, ya que no había ninguna - 

tendencia doctrinaria importante, ni corriente alguna de itere 

ses obreros o patronales, que pudieran imponer una modificacl 

substancial en este punto, con el cual se quería significar 

la nueva jurisprudencia de la Suprema Corte iniciada en el 

de 1924, y que había criticado en su primer estudio no era la - 

mejor solución, pero si que habla alcanzado la estabilidad nere 

noria para convertirse en una realidad que nadie tenla empery 

en destruir. 

Advertía Bassols que la disyuntiva que se había plantea-

do de 1.917 a 1924, entre la corriente patronal, que sostuvo 

los conflictos jurídicos debían someterse ante los tribunale 

ordinarios y la de los trabajadores, de que los mismos confl::- 

(11.) El análisis de esta tesis de nassols, es tratada par el 
Mario de la Cueva en su obra Derecho Mexicano del Trid):i 
Torr .) II, pág. 911-913, y por el Dr. Alberto TrMi.t 
en su obra Nuevo Derecho Procesal. del Trabajo. pflg. 
217. 



tos deberían ser resueltos por las Juntas deConcíliación y Ar--

bitraje, admite un tercer término, desde el punto de vista do 

la interpretación constitucional y de los intereses mismos de 

la clase trabajadora, y que sin duda era el más acertado: Ni --

tribunales comunes ni Juntas de Conciliación y Arbitraje, sino 

Tribunales de Trabajo, es decir, organismos con jurisdicción so 

bre trabajo, y cita en su apoyo la opinión del líder obrero Vi-

cente Lombardo Toledano, contenida en un artículo publicado en-

el período Excelsior el 27 de Enero de 1930, y en el cual se --

llega a conclusiones similares. 

La confusión que se advierte en la jurisprudencia de la-

Suprema Corte se debía, segGn Bassols, a dos causas: la primera 

de las cuales radicaba en un obrerismo sentimental, que impedía 

pensar que las juntas apliquen Leyes, que sus miembros tengan - 

conocimiento jurídico que sigan secuela en sus procedimientos y 

que admitan recursos; y el segundo lugar, la repugnancia de la-

misma Suprema Corte a admitir el planteamiento de conflictos de 

competencia de Estado a Estado entre las juntas, los que segón- 

los artículos 104 y 106 dela Constitución Federal debían ser - 

resueltos por la misma Corte, pero que ósta consideraba perjudi 

ciales para la rapidez en la resolución de los conflictos labo-

rales. 

Curio conclusiones de su magnífico trabajo, Narciso Pa--

ssolu consideró que las juntas de Conciliación y Arbitraie eran 

los Tribunales Mexicanos del. Trabajo, y por lo mismo, debían or 

ganizarse como tales, de manera que debían seguir procedimien-- 
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tos judiciales, lo que no equivale a instaurar en ellas las for 

mas anticuadas del procedimiento civil, ya que no son incompa—

tibles las nociones del derecho procesal y la rapidez en los --

procedimientos; que debían establecerse tribunales de trabajo - 

en los centros obreros más importantes; y que era necesaria una 

estructuración inteligente de las junta;; para evitar que los go.  

bernantes ayudaran al capital contra el trabajo, sin que este - 

Último tuviera la protección que un sistema legal bien definido, 

significa como escudo y arma de lucha. 

B. DR, MARIO DE LA CUEVA 

Según el destacado tratadista de Derecho Laboral, las re 

feridas juntas de Conciliación y Arbitraje no pueden definirse-

en función de ningún otro organismo, por lo que para fijar su - 

naturaleza hay que tomar en cuenta dos aspectos fundamentales: 

a) En primer término, las propias juntas son órganos ---

del Estado, que cumplen con dos funcionen principales, es decir 

la creación de derecho objetivo cuando dictan sentencias colec-

tivas en los conflictos jurldicos, por lo que desde el punto de 

vista de su actividad, material, las mencionadas Juntas ejercen 

atribuciones legislativas y jurisdiccionales que, según los con 

ceptos tradicionales, corresponden a órganos y poderes estata—

les diversos. 

Sin i,rinarrio, Si.anal izarnos, con 1:5i (dado las indsitian a tribu,  

ciones podotros llegar a la conclusión 	las referiddi,; Jun- 

tas do Conciliación y Arbitraje pueden considerarse CriPu) una -- 
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institución especial ya que, como se ha visto, por su efectivi-

dad material ejercen funciones. legislativas y jurisdiccionales-

y por otra parte, están ligadas al poder ejecutivo porque a di-

cho ejecutivo le toca designar la representación del gobierno - 

pero no le están sujetas jerárquicamente; y están obligadas a - 

seguir, con la naturaleza varia antes que determina la especia-

lidad de los asuntos, las normas del proceso judicial. (12) 

b) En segundo lugar, estos órganos especiales deben con-

siderarse como tribunales de equidad, con el sentido de que se-

apartan de los jueces del pasado, que eran esclavos de sus códi 

qos y sin conocimiento de la vida social e intelectual, ya que-

la Constitución de 1917, al establecer las juntas, pretendió --

restaurar el vinculo entre la justicia y la vida, obligando a -

los jueces a salir de las torres sin ventanas que eran los pro-

pios códigos. 

Los llamados jueces de derecho que nacieron con el Códi-

go de Napoleón agrega el profesor De la Cueva, de la que ni su-

pieron jamás de equidad, y las Juntas de Conciliación y Arbitra 

je volvieron al pensamiento de Aristóteles, ye que la justicia-

humana y por ello, deben considerarse dichas juntas como tribu-

nales de equidad, porque buscan la justicia del caso concreto,-

mas bien que la interpretación abstracta de la ley. 

Esto significa que los prncesos ante las Tunt:;t•; 5.:e debe- 

(12) DR. MARIO DR LA CUEVA, Derecho Mexicano del Trabajo, Tomo 
II, pág. 918-922. 
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buscar la individualización y por eso es que no existen reglas-

sobre la valorización de las pruebas, las que deben apreciarse-

en conciencia, afín cuando las juntas deben motivar sus Laudos - 

y al apreciar las pruebas no pueden inventar ni falsear el con-

tenido de las que obren en el expediente, pero no están obliga-

das a darles un orden jerárquico y rígido. (13) 

C. DR. ALBERTO TRUEBA URBINA. 

Este distinguido maestro y tratadista de derecho laboral 

divide su exposición en dos aspectos, ya que en primer lugar se 

refiere a la naturaleza de las Juntas de Conciliación y Arbitra 

je y en segundo término, a las funciones que realizan. 

a) En cuanto a la naturaleza de las Juntas de Concilia--

ción y Arbitraje, estima en esencia el maestro 'Prueba Urbina que 

son 6rganos constitucionales de la justicia social, al margen - 

del principio de la división de los poderes consagrados por el-

artículo 49 Constitucional, precepto que heredamos de la carta-

fundamental de 1857. 

Los citados tribunales son nuevos en espíritu, organiza-

ción y procedimiento y, por tanto incompatibles con el viejo --

apotegma forum et ius, can la risif:n de realizar el substracto- 

de la vida jurídica 7p:)•Aerna: la 	sticia social que protege al- 

débil frente al poderso. 

(13) DR. MARIO DE Id; CUEVA. D.erezho Mexicano del Traba)e, Tomo 
II, pág. 922-929. 
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Se trata, en opinidn del citado profesor Trueba Urbina,-

de un cuarto poder situado al lado de los tres tradicionales un 

quinto poder seria el Municipio Libre, es decir un poder consti 

tucional de justicia social. (14) 

b) En cuanto a sus funciones, las Juntas de Conciliación 

y Arbitraje, como órganos representativos de los factores rea--

les de poder, capital y trabajo, asumen por sf misma las atribu 

clones que corresponde ejercer a cada 	de los tres poderes - 

tradicionales, es decir, ejecutivo, le -7..'›t- ivo y judicial, que 

se concentran en uno solo de justicia 

c) Función social jurisdiccional, en virtud de la cual - 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje, e)ercen toda su ampli--

tud al acto jurisdiccional de un idear,.:1: de justicia social, --

del cual carecen los tribunales judicia:es cuando aplican rígi-

damente el contrato y el derecho, por 1c ;.e puede hablarse de-

la justicia social en ejercicio. 

d) Función social legislativa, ,1'.Je efectdan las referi—

das juntas cuando modifican los contras 71e trabajo, íntrodu--

cen mgdalidades o condiciones laborales, aumentan o disminuyen-

los salarios en los conflictos eccr.:f;71: E de carácter colectivo, 

pues entonces crean el derecho, en fz,r:7..‘ similar a la creaci6n-

del acto legislativo. 

(14) DR. ALBERTO TRUEBA URBINA. !;uev: :)4.2re,2ho Procesal del 'ira_ 
bajo. p. 245-247. 
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e) Función Social Administrativa, que se presenta cuando 

las Juntas vigilan el cumplimiento de las leyes laborales y tan 

bien cuando registran sindicatos, tomando notas de sus cambios-

de directiva y reciben los contratos colectivos en calidad de -

depósito, para que surjan efectos jurSdicos, autos que son pro-

piamente de jurisdicción voluntaria. 

Concluye el maestro Trueba Urbina en el sentido de que •- 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje son tribunales de dere--

cho de trabajo y de la previsión social, que constituyen un cuar-

to poder independiente de los clásicos legislativos, ejecutivs•-

y judicial, que deciden jurisdiccionalmente todos los conflic-

tos que corren con motivo de la aplicación de las disciplinas - 

laborales, en relación con las diferencias que surjan entre tra 

bajadores y empresarios o entre una misma clase, o bien que se-

presenten con el Instituto Mexicano del Seguro Social, en lo re,  

lativo a riesgos profesionales y seguros sociales. (15) 

7. CONSIDERACIONES SOBRE LOS TRATADISTAS ANTERIORES. 

En relación con las opiniones doctrinales examinadas an-

teriormente, podemos afirmar que todas ellas poseen aspectos --

que pueden sostenerse parcialmente, pero han enfocado el proble 

ma de la Naturaleza de las Juntas de Conciliación y Arbitra -je - 

desde puntos de vista diferentes. 

(15) DE. MAP10 DE LA CUEVA. 
Obra citad,l, p. 247-249. 
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a) En primer lugar, es preciso advertir que no podemos -

guiarnos por los propósitos que persiguieron los constituyentes 

de Querétaro para determinar la naturaleza actual de las juntas 

de Conciliación y Arbitraje, pues la evolución legislativo ha - 

llevado a un resultado diverso del perseguido por los autores - 

de la Carta Fundamental, ye que corno se ha. afirmado certeramen-

te, la Ley es más inteligente que el legislador y, una vez ezpe..  

elida nos referirnos en este caso a lo fracción XX y XXI del ar—

tículo 123 constitucional, se independiza de la voluntad de itis 

creadores con las necesidades cambiantes ele la práctica. 

En consecuencia debemos concentrarnos en la nzstural.eza  

en las funciones actuales de las Juntas de Conciliación y Arbi-

traje. 

b) De acuerdo con el enfoque anterior, examinaremos el - 

criterio sustentado por el Maestro Alberto Trueba Urbina, que - 

hasta cierto punto comparte con el también Maestro de generacio.  

nes Mario De la Cueva, en cuanto epie sostiene que las propias - 

Juntas de Conciliación y Arbitraje deben considerarse como órga 

nos constitucionales de justicia social. 

A este respecto, no puede invocarse el. principio tradi—

cional tripartita ele la división de poderes, tal como aparece - 

formalmente consagrado en el artículo 49 de nuestra Coluitu--- 

ción Federal, ya (pie en la realidad dicha división ha 	ido sup..:.  

rada y sustituida por una colaboración entre loe: órganos huid:- 
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mentales del poder, (16) de manera que lo importante en la ac•--

tua.li.dad no es la separación estricta do las funciones sino 

que las mismas no se concentran sólo en uno de los departamen--

tos del mismo poder. 

En consecuencia, no puede alegarne la existencia do un -

departamento, organismo o función autónoma constitucional, fin - 

virtud de que los constituyentes pretendieron otorgar un nuevo-

espíritu a las Juntas de Conciliación y Arbitraje, para prote--

ger a los débiles frente a los de mayor potencialidad económica, 

pues éste es o debe ser el propósito de las funciones de Lodos-

los órganos del estado que tienen a su cargo la aplicación del-

derecho social y, desde este punto de vista, La Secretarta del-

Trabajo o el Departamento de Asuntos Agrarios, tendrían la cate 

goría de órganos constitucionales autónomos. 

c) Un argumento más sólido se refiere a las funciones --

que realizan las Juntas de Conciliación y Arbitraje y que los - 

Maestros Mario De la Cueva y Alberto Trueba Urbina estiman como 

legislativas y jurisdiccionales, agregando también el segundo -

las, de carácter Social-Administrativo, pero ambos autores sos-

tienen que de cualquier forma, no pueden confundirse con las --

que realizan los órganos respectivos del Estado. 

Una vez reconocido el carácter cr(!ativo del dercao )udi 

(16) bol. del inst. de Derecho comprado de Méx. 149  58-59, 1967 
Valor actual del principio de la división de poder' n y su 
connagración en las constituciones de 1957 y 1917. 
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cial, diverso del derecho legislativo, permanece todavía el ---

problema de modificaciones generales del trabajo, el cual puede 

resolverse, en nuestro concepto, de acuerdo con el concepto de-

la sentencia constitutiva, configurado por la doctrina procesal 

moderna. 

Eduardo J. Couture afirma que: "Se denominan sentencias-

constitutivas aquellas que sin limitarse a la mera declaración-

de un derecho y sin establecer una condena al cumplimiento de - 

una obligación, crean, modifican o extinguen un estado jurldi--

co". (17) 

Por su parte Hugo Alsina agrega que las sentencian cons-

titutivas pueden ser de dos clases: constitutivas de estado y - 

constitutivas de derechos, señalando entre las primeras a las 

de interdicción, divorcio, nulidad de matrimonio, etc., y entre 

la segunda, especialmente las que condenan a indemnizar el daño 

causado por el acto ilícito, porque antes de le sentencia, sólo 

sabia un camino abierto pero no de un crMlito. 

Debe recordarse, por lo que se refiere a los sentencias-

constitutivas de estado civil que, aún teniendo carácter indivi 

dual, producen efectos erga onces. 

Por lo que se refiere a las normas de carácter laboral,-

las mismas se encuentran impregnadas de hondo contenido de jus- 

(17) Fundamentos del Derecho, Procesal Civil, 3a. Ed., 19Wi, pp. 
319-121. 
juntas de Conciliación y Arbitraje, Secretaría del. Trabajo. 
1975 
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ticia social y que, por lo tanto deben ser aplicadas con crite-

rios también de justicia social, y no en forma automática o pu-

ramente lógica. 

En virtud de lo anterior se puede concluir en el sentido 

de que las Juntas de Conciliación y Arbitraje, tanto al resol--

ver los conflictos jurídicos como los calificados de económicos, 

en ningún caso actúan como organismos legislativos, sino con ca 

rácter jurisdiccional, aún cuando se encuentren situados forimil 

mente dentro del campo de la administración, pues también esto-

ocurre con los tribunales administrativos. 

8. LAS JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE COMO TRIBUNALES DE DE 

RECHO, DE EQUIDAD O DE CONCIENCIA. 

a) Una vez establecido que las Juntas de Conciliación y-

Arbitraje son verdaderos tribunales y no organismos autónomos - 

de justicia social, es necesario investigar la categoría juris-

diccional a la que pertenecen, tomando en consideración que tan 

to la jurisprudencia, come, los tratadistas Mario De la Cueva y-

Alberto Trueba Urbina, si bien reconocen que desde cierto ángu-

lo pueden considerarse como tribunales, pues inclusive al. Maes- 

tro De la Cueva afirma que utiliza este vocablo en ausencia de-

otro más adecuado, no pueden equiparse a los órganos judiciales 

ordinarios a de derecho, sino que deben considerarse• de equidad 

y en cierto sentido, de conciencia. 

Para algunos tratadistas de derecho procesal 	Ar 

turo Valenzuela •, RafaeI de Pina, negaron que las Juntiui de Cori 
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ciliacián y Arbitraje tuviesen el carácter de equidad. 

Para el procesalista florentino Piero Calamandrei en su-

obra El significado constitucional da las jurisdicciones do ---

equidad", redactado en el año de 1920. (18) 

Para el ilustre procesalista florentino, la equidad pla--

see dos acepciones en el campo judicial: 

En primer luaare la equidad nos dice, consiste en la pis 

ticia del caso concrer:5, o equidad individual, entendida come) - 

un nodo de aplicar la ',er,a..a legislativa teniendo en cuenta la, 

especiales circunstaez..as del caso concreto, y en este sentido-

debe considerarse CGnI: an expediente de técnica de interpreta--

cién para corregir las Inevitables imperfecciones del texto le-

gal, que debiendo expresarse en abstracciones no puede prever - 

explícitamente todas las posibles configuraciones concretas de-

las relaciones que recula. 

Pero de equidad se habla también en otro sentido, que ea 

lamandrei califica CC-C: aaneral o social cuando partiendo de un 

sentimiento de equidad natural, que se coasidera com0n a todo - 

un pueblo en un determanad.: momento histárico, se condena ceme-

contrat:ias este sentIeeento una norma de derecho positivo con 

derada en st misma, independiente de su aplicaciU d un hecho 

ar concrete, 	- 	se trata de contrapenkale 

riendo (aura norma gene: . y abstracta que corresponda 13-11.,:wr t 

(18) Publicado en el e-  .eeen Estudios :1:11Jro el 	rIvil, 
Trad. por San.:elo. 	196?, pp. 51-1n. 
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aquel sentimiento común. (19) 

Considera el procesalista florentino que, cuando se ha—

bla de tribunales de equidad se está haciendo referencia a La -

segunda categoría y no a la primera, va que será supérfluo reco 

nocer el poder de templar de la ley, segln las circunstancian - 

especiales del caso, a los citados organismos, que no están en-

general, obligados a aplicar la ley. 

Por el contrario, los citados tribunales de equidad tra-

tan de crear, en contraposición de las normas docificadas, nue-

vas normas jurídicas que están vivas en el sentimiento común y-

que los integrantes de los citados organismos están obligados a 

reconocer. 

En este sentido, existe una clara oposición entre el pon 

samiento de Calamandrei y el que sostiene la doctrina mexicana, 

especialmente el profesor De la Cueva, en cuanto a que este ni-

timo se apoya expresamente, para fundar su opinión de las jun—

tas de Conciliación y Arbitraje coro Trihunales de equidad, en-

la facultad que les otorga la Ley federal del Trabajo para rea-

lizar una justicia humana, logrando la justicia del caso collera 

to. (20) 

Por otra parte el. mismo Calaranrel señaló los siguien-- 

(19) Obra citada del Proceso Civil, pp. 71-78. 

(20) Derecho Mexicano del. Trabajo, Cit., Pairo 1, pp. 91H-923. 
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tes elementos para caracterizar los tribunales de equidad, refi 

riéndose expresamente a los que surgieron en Italia en la pri—

mera posguerra. 

Sus integrantes no act1an como jueces ordinarios sino co 

me amigables componedores, ya que el legislador los autoriza pa 

ra descubrir las disposiciones que deben aplicar a la misma vi-

da social, sin sujetarse al derecho establecida. 

Generalmente excluyen la intervención de ucces profesio 

nales, hacia los cuales se tiene desconfianza, ya que están vin 

culadas al derecho establecido, que se pretende su erar. 

La mayoría de dichos organismos se intec:.ran con los re--

presentantes de los intereses en pugna, tales cono los de los - 

empresarios y los obreros, los campesinos y los propietarios, - 

los arrendadores y los arrendatarios, etc., o sea que asumen ca 

rácter paritario, pues se pretende que las mismas clases socia-

les encuentren lar; normas que deben regir nos resoluciones y --

que no están establecidas por el legislador. 

Los tribunales de equidad poseen un carácter transitorio, 

	

pues las normas que van estableciendo y que 	directamen.  

te de la vida social inclusive se llega a habla: z11! la incorpo- 

ración de principios de derecho natural se v.c 	 oildanduy - 

se recogen por el legislador. 

	

1,09 tribunales de equidad surgen en 	de cambio, de 

	

carfsct.er revolucionario, en que se present 	7.,7.:vimienh, de -- 



transformación del derecho anterior, pero con el tiempo, una 

vez que el nuevo derecho se consolida, éste se va incorporand..:-

a las disposiciones legales, y en ese momento termina su ofic 

peculiar de formulación judicial del nuevo derecho, que puede - 

calificarse en ocasiones como derecho libre. 

Al respecto, el autor Calamandrei, recuerda los tribun:7.-

les de la Unirla Soviética en los primeros años siguientes a 

revolución, que asumían un carácter popular, creando nuevas s. 

mas para substituir a las anteriores, que se suprimieron de 

pe. (21) 

Finalmente las sentencias de los tribunales de equida:i - 

son declarativas y no constitutivas, en cuanto se limitan a 

conocer las normas que se descubren en la conciencia social 

transformaciin. 

Si aplicamos los principios anteriores a nuestras ju.nt.,,s. 

de Conciliación y Arbitraje, ciertamente podemos afirmar que .11. 

menos en la actualidad, no pueden considerarse como tribunal,,... - -

de equidad. 

Esta fue tal vez la intenci6n de los constituyentes (.1,: - 

1916-17, como se desprende de la opini611 de JosC! Natividad 

oías y la de los miembros de la comioi6n presidida por 

Rouaix, pero en nuestros días, delido a las transiormaci., ,,,, 

gue han sufrido 1es propias juntas, han perdido su (:alfleivr 

(21) Estudio :5 bus el Pmceso Civil. 
Cit., 	p. I lb. 
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volucíonario, para incorporarse al sistema de los judiciales, - 

al incorporarse las normas jurídicas laborales tanto a la le---

gislación como a la contratación colectiva, por lo que se han 

convertido en tribunales de derecho. 

Pero con independencia de lo anterior, puede quedar la -

duda de que si bien no son tribunales de equidad, si pueden ser.  

lo de conciencia, como en ocasiones se ha afirmado por la doc-

trina y por la jurisprudencia. 

Los artículos 550 de la Ley Federal del Trabajo de 1931, 

y 775 de la Ley vigente de 1970, (22) se han invocado con fre—

cuencia para fundamentar este punto de vista, pero en realidad-

existe una confusión entre el sistema de apreciación o valoriza.  

ción de las pruebas, de acuerdo con los principios de la sana 

crítica y los de la libre convicción derivada esta tiltima de --

una apreciación en conciencia de los hechos. 

En realidad existen en nuestros días tres sistemas de va 

lorización de los elementos de convicción en el proceso, que no 

siempre se distinguen con claridad: 

En primer t6rmino, aún cuando sometida a una intensa crí 

tica, predomina en los códigos procesales civiles latinoamerica 

nos, como una derLvacirin de la Ley oit Enjuiciamlent,o Civil Espa 

(22) Lo5 dc's precepto:: disponen en lo:; mismos términos: "Los --
Laudos se dict:arrin a verdad sabida, Sin sujetarse a reglas 
5ohve e5timaci6n de las pruebas, sino aeteeiando 1,c: hechos 

los mftrl,m, de la Junta 10 CI",:aTi debido .9i eoneicp-

cla". 
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ñoia de 1855, reformada en 1881, el. llamado sistema de la "prue 

ba legal o tasada", de acuerdo con la cual se fijan lineamien--

tos muy precisos al juzgador, para apreciar los elementos de --

convicción aportados en el proceso correspondiente, y de los --

cuales no puede apartarse sino en casos excepcionales. (23) 

El sistema opuesto al anterior que surgió primero en los 

paises angloamericanos, especialmente en materia penal, es el - 

de la "libre convicción" o "apreciación en conciencia", que se-

atribuye a los jurados populares, los cuales deciden en concien 

cia exclusivamente sobre los hechos que se presentan en el pro-

ceso, correspondiendo al juez profesional, director de los deba 

tes, la aplicación de las normas jurídicas correspondientes. 

En la actualidad se está imponiendo un sistema interme—

dio, que inclusive se ha introducido paulatinamente en los nue-

vos Códigos procesales civiles latinoamericanos. 

Este sistema se ha calificado, de acuerdo con la termino 

logia hispánica, como "sana crítica", y de manera muy sint6tica 

puede caracterizarse como la apreciaci6n razonada de las prue--

bas, sin sujetarse a disposiciones graciosas como las de la - - 

prueba legal o tasada, sino dejando al juzgador una amplia li--

bertad para valorizar los elementos de convicci6n expresando -- 

1 	motivos que lo llevaron a determinada resultado. 

(23) Compendio de Prl.wl.,a!; Judiciales. 	Hernando Devl!; liehendía. 
Eogetá 190. pp. U--. .̂16. 
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Sin embargo, no se ha llegado a una precisión respecto a 

11.:s otros dos sistemas, es decir, el de la libre convicción y - 

el de la sana critica, y por lo que se refiere al derecho mexi-

cano, la redacción de los preceptos de la Ley Federal riel Traba 

anterior vigente, ha introducido una confusión en cuanto al 

rIzimen que en la realidad existe en esta materia. 

Para llegar a una conclusión en el problema anterior, es 

-...:_cesario examinar primeramente el sistema de la libre convic-

en los limites de los cuales está establecido nuestro or- 

Ya habiendo dicho que la libre convicción se ha implanta 

para los jurados populares, que en nuestro derecho !e ha li-

tado a la responsabilidad oficial, tanto de los altera funelo-

r.,:.Gs, en este supuesto corresponde el enjuiciamiento, al Con-- 

...eso de la Unión, en los términos del articulo 3° Constituuro 

que si bien no corresponde estrictamente al molde el jura- 

popular, se le aproxima, como de los erpleados públicos t. 

la Federación como del Distrito Uderal y Estados, así ce 

-o respecto de los delitos cometidos por medio de la prensa ron 

Ira el orden público o la seguridad exterior o interior de la 

en los términos del articulo 20, fracción Vi de lo Cons 

Federal. 

A e::te n2specto podemos e ter el ,articulo 52 de lo ley - 

717.112a lul Pode' Judieial Federal, 	lsin el cual.: "11 Jurado- 

r t.lene por (4)._lc,to resolver por to,d1 'le un veredietc,, 
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las cuestiones de hecho que le somete el juez con arreglo a la-

Ley" 

La tesis 158, página 308 del Cuaderno de lo Primera Sa—

la, del apéndice al Seranario Judicial de la Federación, publi-

cado en el año de 195, establece que: "Las apreciaciones de he 

cho que el Jurado Popular hace en sus veredictos, no pueden ser 

modificadas por los jueces de derecho". 

Y en la diversa tesis jurisprudencial que aparece en la-

página 309 del misr.) caderno, dispone de manera significativa: 

La Ley no toma en cuenta a los jurados populares los medios por 

los cuales haya formx:':o su convicción, ni les fija regla alguna 

de la cual dependa la prueba plena y suficiente, y sólo 01 in-

terrogarse asá mismo y examinar, con la sinceridad de su eon---

ciencia, la impresión que sobre ella hayan causado las pruebas-

rendidas en favor del acusado". 

Ahora bien 	o"Lstante la terminoloqla empleada por los- 

mencionados preceptos je la Ley Federal del Trabajo, no es ezac 

to que las Juntas de Zonciliaci6n y Arbitraje puedan equiparar-

se a los veredictos je l'Ds Jurados Populares, sino que conntitu 

yen verdaderas sentencias en las cuales debe expresarse y fun-

darse jurídicamente las razr.nes de la valoración de los elemen-

tos de convicción. 

Por otra 	las diversas tenis números 12 , 124,- 

125, correslxmidienti.J.1 	las plqinas 122 a 124 del mencloliado 

lumen de Jurispru.le: 	t 	claram, nte 
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que, en la estimación de las pruebas, las Juntas de Conciliación 

y Arbitraje no pueden alterar los hechos o incurrir en defectos; 

de lógica en el raciocinio, y que deben estudiarse pormenoriza-

damente todos y cada uno de los elementos de convicción, expre-

sando las razones de su apreciación. 

Si de acuerdo con la jurisprudencia de la Suprema Corte-

deJusticia de la Nación, las Juntas de Conciliación y Arbitra-

je deben razonar la apreciación de las pruebas, es evidente que 

no pueden utilizar el sistema de la libre convicción o de valo-

rización en "conciencia" de los propios elementos de convicción, 

como ocurre tratándose de veredictos de los jurados pmpulareu. 

Esta situación es una consecuencia inevitable do la i--

pugnación a través del juicio de amparo, de los ilamadolt "Lau—

dos" de las propias Juntas de Conciliación y Arbitraje, y que - 

se consolidó plenamente al expedirse la actual Ley de Amparo de 

30 de diciembre de 1935. 

A este respecto el destacado tratadiata Mario De la Cue-

va, al insistir en su criterio de que las Juntas de Conciliación 

y Arbitraje son tribunales de equidad, que aprecian las prueban 

en conciencia, resulta contradictoria, recor.o..7,orr. 	TJe la Suprema 

Corte de justicia realiza nuestro enjuiciami.er.t.a laboral la: 

funcionen de un Tribunal de Tasacidn, a t.ravs 	uieio de icen 

paro. (24) 

- 	- - - — 
(24) MARIO DE LA CUEVA. 	Derecho Mexicanc., del Tt. .tb 

Tomo 11, 1969. 
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En tal virtud, podemos concluir en e: sentido de que las 

Juntan de Conciliación y Arbitraje, en nueszro sistema actual y 

con independencia del propósito del constitu ente que las esta-

bleció, son verdaderos tribunales de Derecho, con las mismas ca 

racteristicas de los tribunales judiciales, adán cuando con cíe'', 

tas modalidades en su organización, de caritz:er paritario; que-

dictan verdaderas sentencias, adn cuando reciban el nombre de - 

	

"Laudos", por razones tradicionales, y que 	pese a que 

no lo reconozcan expresamente, el sistema da la sana critica pa 

re la valorización de las pruebas. 

Por tanto, coincidimos en lo esenci:al 	el pensariento 

de Narciso Bassols en que las ;Juntas de Con.-.1,15n y Arbitra-

je, en ausencia de verdaderos organismos j-",--les especializa 

dos en materia de trabajo para conocer do los cwiflictos de ca-

rácter jurídico se han convertido en los tritunales ea materia-

de trabajo, con todas las características de una verdadera ju--

risdicciÓn especializada. 

	

LEGISLACION DEL TRABAJO DEL ESTA 	"DE ',-EPACRUZ 

En el año de 1914, se inicia en Ver.acmJz un intenso movi 

miento de reforma, que vino a culminar en 	cc las primeros y 

más importantes brotes del derecho mexica 	'..ranajo, podría 

recon:;truírse una de las primeras página:; 	1.: lucha de 1,7:s -- 

trabajadores mexicanos por organizarse; las 	:.;k2 mul.  

tipificaran en las poblaciones del estado 	=n de ser perse 

quidali, la revolución y la lucha en cntr3. 	h •Ieran 



36 

que el gobierno constitucionalista se apoyara en las clases de-

trabajadores y de ahí que las organizaciones obreras fueran per 

mitidas, sino aén fomentadas. (25) 

LA LEY DEL TRABAJO DE CANDIDO AGUILAR 

El 4 de octubre de 1914, el coronel Manuel Pérez Ronero, 

gobernador de Veracruz, estableció el descanso semanal en todo-

el Estado. La Ley del Trabajo fue promulgada por Cándido Agui-

lar el 19 de octubre de ese mismo año. Como la legislación de-

jalisco, podría parecer hoy rudimentaria, pero en la época gue-

fue dictada tuvo, aGn más que su contemporánea, enorme resonan-

cia y sirvió para preparar la legislación futura. 

1. JORNADA DE TRABAJO.- El artículo primero consignó la 

jornada de nueve horas, imponiendo la obligación de que se con-

cediera a los obreros los descansos necesarios para tomar sus -

alimentos. En el artículo segundo se dispuso que en los trabajos 

se reglamentaría la jornada en forma tal, que ningGn obrero tu-

viera que trabajar más de nueve horas. 

2. DESCANSO SEMANAL.- El artículo tercero impuso el des 

canso obligatorio en los domingos y días de fiesta nacional; el 

artículo siguiente marcaba una serie de excepciones: aconteci--

mientos imprevistos, servicios de los domésticos, cateadores, - 

panaderos, papeleros, vendedores ambulantes, comercio de drogas, 

medicinas, alimentos en los mercados pGblicos y otros semejan--

tes. 

(25) MAMO DE LA CUEVA. Derecho Mexicano del Trabajo. ':'mv) II, 
1969. 
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3. SALARIO MINIMO, el Artículo quinto fijaba en un peso-

el salario mínimo por día, por semana o por mes, en los contra-

tos de obras a destajo o precio alzado podía pagarse en fechas-

diversas, pero teniendo siempre en cuenta el mínimo fijado, el-

pago del salario debía hacerse en todo caso en moneda nacional. 

Se ordenó en el Artículo sexto que cuando el obrero vi--

viera por costumbre en haciendas, fábricas o talleres, bajo la-

dependencia inmediata de los patrones, además del salario, ha—

bría de recibir la alimentación. 

El articulo quinto declaró extinguidas las deudas que --

hasta el momento de ser promulgada la ley reportaran los campe-

sinos en favor de los patrones, sabia medida de emancipación - 

de esa clase social. 

Finalmente el articulo décimo cuarto, prohibía el esta--

blecimiento de tiendas de raya. 

4. PREVISION SOCIAL, el artículo séptimo imponía a los-

patrones la obligación de proporcionar a los obreros, salvo que 

la enfermedad procediera de conducta viciosa de los trabajado--

res y a los que resultaran víctimas de algnn accidente de traba 

jo, asintencia médica, medicinas, alimentos y el salario que tu 

vieren asignado por todo el tiempo que durante la incapacidad,-

derechos que extendían igualmente a los obreros que hubieren ce 

lebrado contrato a destajo o precio alzado, 

El articulo noveno se previnc a los dueños de los esta-- 
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blecimientos industriales o de negociaciones aartcolas mantuvie.  

ran por su cuenta y para el servicio de asistencia de los obre-

ros, hospitales, enfermerías, etc. dotados de médicos, enferme-

ros y de arsenal quirúrgico, drogas y medicinas necesarias. 

Como se puede apreciar, la ley era en materia de previ--

sién social amplísima y fue más lejos de lo que la teoría del - 

riesgo profesional exigía. 

5. ENSEÑANZA, el artículo décimo, imponía también a los-

patrones la obligación de mantener escuelas primarias, cuya ins 

trucci6n sería precisamente laica, en todos aquellos lugares e-

distancia no mayor de dos kilómetros de la residencia de los --

obreros. 

6. INSPECCION DEL TRABAJO, los artículos décimo y décimo 

primero autorizaban al gobierno del Estado para nombrar el neme 

ro de inspectores que fueren indispensables para la vigilancia-

del exacto cumplimiento de la ley. 

7. TRIBUNALES DE TRABAJO, decía el artículo décimo segun 

do: 

"Las respectivas Juntas de Administracién Civil oirán --

las quejas de patrones y obreros y dirimirán las diferencias que 

entre ellos se susciten, oyendo a Los representantes y socieda-

des y, un caso necesario, al correspondiente inspector del go—

bierno". 

Las Junta ❑ de Administración Civil vinieron a substituir, 

durante la época de revolución, a las antiguas autoridade:1 pulí. 
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ticas de los municipios, de tal manera que por virtud del decre 

to de justicia obrera se independizó de la civil. 

8. SANCIONES, el articulo décimo sexto fijabam finalmen-

te, una multa de cincientN y quinientos penos o arresto dv ocho 

a treinta días, para los infractores de la Ley, penas que no du 

plicaron en casos de reincidencia. (26) 

b) LEY DE AGUSTIN MILLAN 

Casi un año después, el G de octubre de 1915, se promul-

gé por Agustín Millán que nuevamente era qobernador provisional 

de Veracruz, la primera ley del estado sobre Asociaciones Profe 

sionales. En los considerandos de la ley decía: 

"Para formar y fomentar la capacidadclvicade cada prole 

taric, es indispensable despertar la conciencia de su propia --

personalidad, así como su interés económico. Para lograr ésto, 

los trabajadores deben asociarse y poder así gozar de 109 bene-

ficios de su trabajo y realizar las promesas de la revolucién.-

Ninguna ley hasta ahora ha Impartido la debida protecci6n a las 

sociedades obreras , como lo hace con las sociedades capitalis—

tas". 

Y. Los artículos primero, segundo y tercero, cerraban un 

conjunto de definiciones: 

Articulo primero, 11Amase asociacirm profesional a toda-

convenclU entre dos o má:l personas que ponen en común, de un - 

modo temporal o permanente, sus conocimientos o su actividad, - 

1.26) MARIO DE LA CUEVA. Derecho Mexicano, del. Trabajo. Pflq. 290 
940. Edit. Porr1a. Méz. 1964. 
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con un fin distinto al de distribuixse utilidades. Articulo ti01,  

gundo, las asociaciones profesionales conexas, que concurran al 

establecimiento de fines o productos determinados, podrán ser - 

constituidas libremente, conforme al articulo Noveno de la Coro: 

titución Mexicana. Articulo Tercero, llámase sindicato a una - 

asociación profesional que tiene por fin ayudar a sus miembrom-

a transformarse en obreros más hábiles y más capaces, a desar rn  

llar su intelectualidad, a enaltecer su carácter, a regular mu-

salario, las horas y condiciones de trabajo, a protejer sus (1-

rechos individuales en el ejercicio de su profesión y a reunir-

fondos para todos los fines que los proletarios puedan perse--

guir legalmente para su mutua protección y asistencia". 

Las anteriores definiciones muestran que no se tenían un 

concepto claro de lo que era la Asociación Profesional. El ar-

ticulo Primero no hizo sino producir la definición que de aso—

ciación profesional del derecho civil y únicamente en el artica 

lo tercero se contiene una amplia definición del sindicato, de 

finiciÓn que en su parte media marca C011 con precisión sus prin 

cipales finalidades. 

El articulo Cuarto completaba las definiciones anterio--

res al establecer que los sindicatos serían el intermediario en 

tre los obreros y los capitalistas. Y el articulo Noveno, por-

su parte, habla de regularizar lo relativo al salario, horao y-

condiciones de trabaio, precepto este que, en concordancia ton-

el articulo Tercero, indica, aún sin darle nombre y sin saber - 

aún, quizá, cuál eran sus principales efectos podían celebrarse 
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contratos colectivos de trabajo. Y los trabajadores de Veracruz 

supieron aprovechar la prerrogativa e iniciaron desde luego un-

importante movimiento que hizo que algunas de los más enconadas 

luchas obreras se desarrollaran en ese Estado. 

El artículo Octavo, confería personalidad jurídica a las 

asociaciones, limitando, al igual que lo hace la actual Ley Pode 

ral del Trabajo, su derecho para adquirir inmuebles a los es--•-

trictamente necesarios para sus reuniones y establecimientos de 

bibliotecas o cursos profesionales. 

El artículo Quinto irponía a los sindicatos la obligacinn 

de registrarse en las Juntas de Administraci6n Civil, debiendo-

iniciar sus recursos, el uso que de ellos debla hacerse, las --

condiciones de admisión y separación de sus miembros, las rancio 

nes que a los mismos podrían imponerse y el modo de nombrar la-

directiva. 

Se dispuso en el artículo Once, que los sindicatos no ¡co 

drían reusarse a admitir cs su seno, como socios, a los indivi-

duos de la misma profesi6n u oficio que In :solicitaren, salvo - 

Que para ello tuvieran causa justificada. 

Por último dispuso en el artículo sexto, autorizaba la - 

formaci6n de federaciones: de sindicatos en las mismas condicio-

nes oue pata estos últimos hemos señalado. 

Así como el artículo Noveno, que el patrono oue se nega-

ra a tratar con un sindicato pagaría una multa de cincuenta a - 

doscientos pesos y el doble en caso de reincidencia. 
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La Ley de Agustín Millán fue extraordinaria e importante, 

México no prohibió en forma expresa, coro se hizo en Francia --

con la Ley Chapolier, la Asociación Profesional, pero tampoco 

estaba autorizada por las leyes, lo que permitió la época del. 

General Porfirio Díaz fueran perseguidas por los tribunales a 

pretexto de que cometían los delitos de atacues a la libertad 

de comercio e industria y a las garantías individuales. Al pro 

mulgarse la Ley, funcionaban ya numerosos sindicatos, de tal ma 

riera que, en el fondo, no se hizo sino legalizar la situación. 

Aspecto interesante de la Ley, es que no se trata sino - 

de lo que hoy llamamos sindicato gremial y esto va a expiUtr•--

nos, en gran parte, la organización primitiva de los trabalaao-

res en gremio, así como las fuertes punas intergremiales que - 

hemos presenciado en Veracruz. (27) 

(27) MARIO DE LA CUEVA. Obra citada. P:S. 907-913. 
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DERECHO DEL TRABAJO EN YUCATAN 

CONSIDERACIONES GENERALES, Los españoles estimaron que-

el hecho de la conquista generaba para ellos un doble derecho:-

el de apoderarse de la tierra, con todos sus frutos, productos-

y riquezas, y el de apoderarse de los indios que en ellas se en 

contrasen. De aquí que lo primero que hicieron fue a proceder-

a repartir las tierras, incluyendo a los naturales que la habi-

taban. Y no habiendo hallado los conquistadcres en estas tic--

rras oro, plata o algún otro metal ni piedras preciosas, con to 

do la riqueza que pudiesen ambicionar consistía en obtener la -

mayor extensión de tierras con el mayor número de indios que 

trabajasen para ellos, en la forma y términos que iremos viendo 

en el desarrollo de este capítulo, por eso, las disposiciones - 

relacionadas con el trabajo de los indios son las más numerosas 

y de ellas nos ocuparemos con más detenimiento, siendo de adver 

tir que aunque son múltiples las normas de observancia general-

para las colonias, en su mayor parte sólo citaremos las células, 

órdenes o disposiciones locales, que se reiteran exclusivament 

a Yucatán. 

El trabajo durante la época colonial se realizó en forma 

diferente, según fuese desempeñando en el car,.pc o en la ciudad. 

El primero se revistió las más de las veces el carácter de obli 

gatorio, y el segundo fue libre, aunque con excepciones, comc, - 

el prestado en las casas de los españoles debido al repatlimieu 

to de indios. Propiamente trabajan con libertad solamente de--

terminados artesanos. 
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Trataremos enseguida del trabajo forzado y .obligatw:o,-

haciendo ligera mención de las encomiendas en relación con ú.1 

trabajo por los indios sujetos a ellas, y después, del trat o--

libre. 

LA ESCLAVITUD EN LOS PRIMEROS AÑOS DE LA COLONIA.-

primeros acuerdos respecto al trabajo de los indios en Yucat.f-:n-

los encontramos cuando todavía no se había realizado la ccns.  

ta de este lugar, en la capitulación celebrada en Granda el ;1 - 

de diciembre de 1526, mediante la cual se facultó a Francisco - 

de Montejo para reducir a los nativos que después de amenes --

dos y requeridos se negasen a reconocer el. señor Pey de Ca-3. --

11a. 

Al consumir Montejo, el Mozo, la conquista, la le‹,i--

ción en esta materia ya había variado con respecto al cri..er 

sostenido cuando se celebró la citada capitulación, ya no 	--

permitían la esclavitud ni los servicios obligatorios. Per>::, en 

Yucatán se dice que desde los primeros años de la Colonia 	-- 

practicó la esclavitud, pues el contador Alfonso Pacheco  

t6 al ayuntamiento el 19 de enero de 1:43, una solicitud reli-- 

cionada con el pago que adn no se había hecho conforme a 

tada capitulación del quinto que correspondía al. Pey, de 

las utilidades de la conquista, y entre ellas figuraba, 

mer lugar, la proveniente de los esclavos. Sin embargo, 

jo, el Mozo, se opuso en 1543 a que se sacasen esclavos d..' 

tán. 

1,a esclavitud continué realizándose no sólo por 	1 
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ñoles, sino también por los indios entre sí conforme a sus an—

tigües costumbres; pues de ellos nos da interesante noticia la-

carta de Fray Juan de la Puerta y de otros franciscanos de la - 

provincia de Yucatán, dirigida al Real Consejo de Indias, con 

fecha lo. de febrero de 1547, en la que se expresan en estos --

términos: "... que se ponga gran remedio en los esclavos que ha 

cen los naturales unos a otros entre sí..." y además en dicha - 

carta manifiestan, que al morir un padre, los hijos eran conver 

tidos en esclavos por aquel que más recursos tuviese, para lue- 

La esclavitud pues, se siguió realizando; pero no hay da 

tos concretos para poder asegurar que hubieran sido sacados los 

indios de Yucatán como esclavos para ser vendidos en otros luya 

res. Los pocos esclavos que fueron sacados, hay la certeza de-

que salieron acompañando a las familias a que pertenecían. A -

este respecto, en la obra del dinstinguido historiador contempo 

ráneo Ignacio Rubí o Maiié, denominada Archivo de la Historia de 

Yucatán, Campeche y Tabasco, se da a conocer un interesante do-

cumento, de mediados de 1549, relativo a la información solici-

tada por el Virrey de la Nueva España, D. Antonio de Mendoza, a 

los Alcaldes Ordinarios de la Ciudad de Puebla de los Angeles - 

acerca de la existencia en este lugar de indios e indias natura 

les de las provincias de Yucatán y Cozumel, sujetos a servicios. 

Practicadas todas las Diligencias y averiguaciones del caso, el 

resultado fue negativo. 
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ORDENANZAS DEL LIC. DIEGO DE SANTILLAN, Con motivo del- 

juicio de residencia de D. Francisco de Montejo, padre, llegó -

el Lic. Diego de Santillán, Oidor de la Real Audiencia de Méxi-

co, y enterado de la situación existente, respecto a las servi-

dumbres de los indios y compenetrado de las ideas de protección 

a los mismos monarcas español reinante en esa época, dictó una-

de las primeras Ordenanzas que se expidieron en Yucatán en fa--

vor de loa mayas, prohibiendo causárseles alguna vejación o mal 

trato; y estableció medidas con el fin de darles bienestar y --

evitar que fuesen convertidos en esclavos, lo cual originó que-

varios conquistadores trajeran esclavos negros para los traba--

jos domésticos y agrícolas. Y no pudiendo estar conformes es--

tos esclavos importados, con su triste situación, logrando esca 

par algunos de ellos, dando lugar a cierta alarma por la proba-

bilidad de que indujesen a los indios a una revolución, lo cual 

no ocurrió, pues al poco tiempo fueron arrestados y procesados, 

restableciéndose la tranquilidad. 

ORDENANZAS DEL LIC. TOMAS LOPEZ, todavía en 1552, al lle 

gar el Lic. Tomás López a Mérida, encontrando que muy poco o me 

jor dicho nada efectivo se había podido hacer contra la esclavi 

tud, la condenó explícitamente proclamado que todos los indios-

eran libres ante Jesucristo y ante la Ley. 

Estableció que sólo podrían contratarse los servicios de 

los indios cuando fuese su voluntad desempeñar los traba)os y - 

pagándoseles una justa retribución. En manera alguna podrían - 

ser adquiridos los indios por compra o mediante alguna otra es- 
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tipulación o convenio. 

Nuestro Integro historiador e ilustrado jurisconsulto --

Juan Francisco Molina, refiriéndose a las ordenanzas del senor-

López, se expresa en síntesis así: "Nada de fuerza, de violen—

cia, nada de gratitud: exactamente los mismos principios que, al 

gunos, sin razón, pregonaron como conquista de la Revolución --

Francesa". 

El Lic. López dio en sus ordenanzas disposiciones no só-

lo respecto al trabajo, sino a otras materias como ya hemos vis 

to, que demostraron su clara visión y la acuosidad con que ana-

lizó todos los problemas y situaciones que trató de resolver o-

corregir. Puntualizando algo más sobre nuestro tema, merece --

mención su empeño por eliminar la costumbre establecida de va—

lerse de los caciques para obtener gratuitamente cargadores o - 

jornaleros que construyesen edificios y realizasen otras obras-

a particulares sin pago alguno. Y fue tan minucioso, que procu 

rondo la protección de los trabajadores en cuanto al pago de --

sus servicios, cuidó de disponer se efectuase el pago personal-

mente, para evitar cualquier ardid perjudicial a los indios, --

disponiendo "... que la paga se entregue al mismo mazegual y no 

a sus justicias, porque no se queden con ella". 

Por las leyes que dictó en Yucatán, que en su mayor par-

te tendieron a corregir los abusos, cometidos en perjuicio de - 

los dóbiles, el Lic. López demostró ser hombre de talento y te-

ner grandes conocimientos en la ciencia del derecho. 
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CEDULA PROHIBIENDO TRANSPORTEN CARGA EXCESIVA LOS INDIOS. 

En el año de 1559, la Audiencia de Guatemala, despachó una Códu 

la al Dr. ¿Juan de Paredes, administrador de la provincia de Yu-

catán ordenándose que los indios no fuesen agraviados haciéndo-

les transportar cargas excesivas; y que para el traslado de mor 

cancías y tributos se empleasen arrias en ndmero suficiente. --

Fueron los frailes quienes hicieron publica denuncia de tal - - 

irregularidad, haciendo llegar su queja no sólo a Guatemala y - 

México, sino hasta España, donde obtuvieron muy expresivas Cádu 

las en esta r-,ateria. 

La Cédula de que se trata fue presentada en Mérida, en - 

el mes de sept embre por Fray Juan de la Paz, y el Alcalde Ma--

yor dictó una resolución mandando que fuesen traídos los basti-

mentos y tributos con los indios de cada encomienda, pagándoles 

su trabajo y sin que su carga pudiese exceder de dos arrobas. 

Por :aquel tiempo el Obispo Landa, desde el púlpito de la 

primitiva iglesia de paja que servía de Catedral, aprovechando-

la gran concurrencia de fieles un día de fiesta solemne, con to 

da energía, y de acuerdo con su vigoroso carácter, vituperó las 

practicas establecidas en perjuicio de los indios, considerando 

las contra la caridad y contra la justicia. Tocó la cuestión - 

del transporte de carga y expresó que no bastaba pagar a los in 

dios el transperte, sino que precisamente los encomenderos y la 

Tesorería Real debían mandar buscar dichos frutos, sirviéndose-

para ello de bestias de carga o vehículo. Censuró tambi6n el - 

repartimiento de :muchachos, muchachas y hu6rfanos, para el ser- 
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vicio doméstico; y fue tal la claridad y precisión con que - --

abordó la cuestión, que los encomenderos y demás afectados, al-

sentir atacados sus intereses personales, levantaron grandes 

murmuraciones aseguran que miestras el Obispo fuese el mismo no 

tendrían tranquilidad, ni podría haber armonía en la Colonia. - 

Esta plática y otras similares que con frecuencia daban en sus-

sermones los franciscanos, constribuyeron grandemente a la de--

fensa y protección de los indios. (28) 

REGLAMENTACION DEL TRABAJO DE EXTRACCION DEL AÑIL.- Tocó 

a D. Francisco Velázquez Gijón su gobierno, iniciado en septiem 

bre de 1573, reglamentar de acuerdo con las instrucciones reci-

bidas de Madrid, la extracción del añil, que constituía una na-

ciente industria de algún porvenir, pues a la sazón se enviaban 

anualmente a Cádiz unas 800 arrobas aproximadamente. 

Los frailes y los encomenderos se encontraban en pugna - 

respecto a la forma de cómo debía hacerse el trabajo; y las dis 

posiciones de unos y de otros, siendo dignas de mencionar, por-

que en ellas se reglamentó el trabajo desde el punto de vista - 

de que esa industria no fuese nociva para la salud de los in---

dios. Desde entonces, para el transporte de las hojas del aiiil-

sólo se empleaban carretas y bestias de carga; el agua necesa--

ria para la maceración era sacada de los pozos con norias y la-

máquina o rueda comenzó a moverse con bestias. 

El Obispo Landa, sin embargo, encontraba en las dinposi- 

(28) FERNANDO PALMA CAMARA. Derecho del Trabajo en Yueattln. - 
Asamblea Nacional del Derecho del Trabajo. 1978. 
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ciones de Velázques Gijón el inconveniente de que por ellas fue 

ran forzados los indios a trabajar mediante mandamiento y como-

remedio suger,ía que se "... mandase que todos los indios, así -

como hacen sus milpas o cementeras, hiciesen también cada uno su 

milpilla de añil, y que la cociese y beneficiase, lo cual le se 

ría fácil, no saliendo de sus casas como salen a hacerlo para - 

los españoles...." 

Existía, pues cierta oposición entre el gobernador y el-

Obispo, y aprovechando éste su estancia en México a principios-

de 1575, expuso a la Audiencia lo que no hacía mucho había di--

cho en el sermón que citamos, haciéndole cargos a Ve1zques Gi-

jón en el sentido de que hacía traer de los pueblos a Mérida, - 

a muchachas solteras y viudas para repartir como criadas contra 

su voluntad y que en su casa tenía buen nrlmero para distribuir-

cuando le pareciese indicado. Como resultado de la Audiencia de 

México, en previsión de 14 de marzo del mismo año, pidió los in 

formes del caso y mandó suspender desde luego esa práctica. Se 

encargó de solicitar su exacto cumplimiento el defensor de in--

dios que lo era D. Francisco Palomino. Con anterioridad, el re 

partimiento de dichas indias se había venido haciendo, segdn su 

costumbre, cada semana por un delegado del Gobernador, quien a-

la vez vigilaba que les fuese pagado su trabajo y quien desempe 

fiaba eso cargo en la época a que nos referimos era Nuño de Cas-

tro, nombrado por D. Diego de Santillán des,:: 1571. 

REPARTICION A LOS INDIOS DE MATERIA PRIMA PARA LA ELABO-

PACION DE MANTAS Y OTROS PRODUCTOS. Otra nticia que tenemos - 



respecto a los diversos trabajos que prestaban los indios desde 

que se implantó el régimen colonial, es la relativa a la confec 

ción de piezas de manta y formación de determinado número de li 

bras de pabilo, para lo cual se les repartían ciertas cantida-

des de algodón que debían de elaborar mediante una retribuciór-

irrisoria. Este trabajo era realizado casi exclusivamente por- 

las indias, en sus propias casas y era empresario de esta indos 

.....trió , por regla general, el mismo gobernador. Lo hemos citado-
precisamente aquí, porque siguiendo el orden cronológico de es-

ta breve exposición, fue en la época del gobierno de D. Guillón 

de las Casas, cuando con más auge se continuó este negocio. 

INTRODUCCION DE ESCLAVOS NEGROS EN 1580. Cuando aün :;o-

bernaba el nombrado D. Guillén de las Casas, se realizó, es el-

año de 1580, otra introducción de esclavos negros a Yucatán. 

cedió que en ese año llegó a Bacalar un navío portugués sin te-

ner el registro y la licencia correspondiente, trayendo a 1->rdo 

más de 60 negros. Se trataba de un contrabando y,cont'orme a - 

una cédula Real vigente, la embarcación, sus tripulantes y 

sonas que viajaban debían ser remitidos a Sevilla. Pero el 

bierno resolvió declarar libres al buque, capitán, tripulanes-

y demás ocupantes, condenando sólo al pago del impuesto relati-

vo a la introducción de los esclavos. El Tesorero Real rer--

rrió esa resolución y el asunto pasó 4 conocimiento de la aa--

diencia de Móxico; mas como antes de ser remitido el expe:5.1,,7.te 

se hizo la venta de los esclavos y se depositó su produ 

las arcas del Tesoro Peal , de hecho quedó firme la corni 

los esclavos negros, que los colonos se habían apresuradc a 

nir. 
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ORDENES LIMITANDO Y LUEGO PROHIBIENDO LOS ANTICIPOS POR 

CUENTA DE TRABAJO. El resto del siglo XVI transcurre sin que--

ncontremon ningua disposición que, refiriéndose especialmente a 

Yucatán, sea digna de mención; y continuó desarrollándose la---

prestación de los servicios y trabajos realizados por los indios 

en la forma ya encauzada, desde el inicio de la colonia. Aunque 

no de importancia, estando relacionado con el mencionado trabajo 

que prestaban los indios en la confección de tejidos, indicamos 

que, en los dltimos años del siglo mencionado, el Gobernador D. 

Antonio Vozmediano decretó que no se les diese anticipos mayores 

de doce reales. Esta disposición se generaliza() también a - --

otras industrias, imponiéndose como sanción de su inobservancia 

la pérdida de los anticipos. Se alegó que tal medida, más que-

para favorecer a los indios, se había dado para ayudar a los ne 

Bocios del Gobernador, y por tanto, se esperaba que al venir el 

nuevo gobernante haría cesar tal acuerdo. El. Gobernador siquien 

te fue D. Alonso Ordoñez de Nevara, quien lejos de dejar sin - 

efecto la mencionada disposición, ordenó que no se le adelanta-

se nada o quien la hiciese perdería le dado, nin poder reclamar 

lo judicialmente. En realidad, más que una disposición dada --

desde el punto de vista de la remuneración del trabajo, fue mo-

tivada para impedir la competencia que se entablaba entre los - 

que se dedicaban a ese negocio; pues mediante los anticipas ase  

guraban el compromiso de la prestación de los trabajos, lo cual 

fue precisamente lo que se trató de evitar. 

REGLAMENTACION DE LAS JORNADAS DE TRABAJO, LIPETANDOUAS. 

Sin referirse especialmente a Yucat1n, por su trascendencia, y- 
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po cuanto tuvo aplicación en este lugar, debemos consignar que 

en 1539, Felipe II estableció paxalas Indias, lo que muchos ---

creen ser una conquista obrera reciente incluida sólo en la mo-

derna legislación del trabajo. Nos referimos a la reglamenta—

ción de las jornadas de trabajo y la determinación de las horas 

en las que se debía laborar. El nombrado monarca, quien fue en 

ese año fijó la semana de trabajo de cuatro y siete horas y la-

jornada diurna de ocho repartida en dos partes de a cuatro, se-

gdn conviniere a la clase de trabajo que se desempeñara, para - 

cuidar la salud de los obreros y protegerlos del rigor del sol. 

El sábado la jornada era menor para que pudiesen los trabajado-

res acudir a cobrar sus salarios. Estas disposiciones, con re-

lación a su época, fueron consideradas de gran importancia para 

la clase laborante, pues tuvo por finalidad hacer desaparecer - 

la costumbre de que se trabajase durante jornadas exajeradas que 

agotaban físicamente a los trabajadores. 

EL CUMPLIMIENTO DE LAS LEYES. En general ya que no pode 

mos por la brevedad requerida entrar en pormenores, cabe obser-

var que casi todas las leyes relacionadas con la prestación de-

servicios fueron buenas y de un amplio espíritu humnitarista.-

Tanto los Reyes, como el Consejo de indias, se preocuparon por-

ajustarse a la más estricta justicia en sus disposiciones; lo - 

hicieron las Audiencias en los casos en gue intervinieron y sal 

yo algunas excepciones les gobernadores y demás facultades para 

dar disposiciones locales cuidaron de hacer aparecer 131113 órde—

nes y disposiciones como apegadas al mismo criterio; pero las - 

más de las veces, por no decir siempre, el texto legal fue Ano- 
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y la realidad, otra; pues vemos plagada lo historia de casos y-

hechos que ponen de manifiesto la constante transgresi6n de las 

normas de derecho en materia de trabajo. Imposible seria citar 

tantos casos concretos. Sin embargo, nos referimos como ejem—

plo, a los ocurridos durante el gobierno riel Conde de Peñalvo,-

a mediados del siglo XVII, juzgados a trov6s de la sentencia 

dictada en su juicio de residencia, en donde hemos tomado la 

formaci6n relativa. 

Diversas c6dulas Reales habían prohibido terminantemente 

el servicio personal obligatorio de los indios y recomendado el 

cuidado de su libertad. Y haciendo caso omiso el Conde, permi-

ti6 durante su gobierno que hubiese un repartidor di indios, --

que proporcionaba semanalmente a los vecinos de Wrid -  y derw'in-

villas, por cada casa o familia doso tres jornaletos que gana—

ban a razón de tres reales cada uno; y además, mensualmente una 

familia molendera, a quien se pagaba por su trabajo un peso. En 

cuanto a estas violaciones el Juez lo de,:lar6 culpable y el Con 

sejo de Indias confirmó esto e impuso taihhitIn a sus bienes y hir 

rederos una multa. 

CAPIOS II Y EL TRABAJO DE LOS INDIOS. Aunque por parte-

de algunos historiadores, Carlos II ha sido objeto de críticas, 

que no son del caso tratar , fue uno de 	reyes que mis se - - 

preocuparon por el buen gobierno de las colonias espanolas y --

del trate. que debía de darse a los indígenan de las mismas. Va- 

rias de sus disposiciones merecen elogio:;. 	Una prueba de lo di 

cho la tenemos en el despacho conferido en MG, a D. Ant(mio - 
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de Layseca y Alvarado para hacerse cargo del gobierno de Yuca—

tán. En él encontramos, por lo que se refiere al trabajo de ta 

clase indígena que imperativamente se ordena: "... no obligar a 

los indios a dar bastimentos ni bagajes y que cuando voluntaria 

mente presten estos servicios, se les pague lo que justamente -

se les debiere, según el común precio o estimación de las coman, 

sin hacerles juicio ni vejación alguna por deber atenderse a no 

alivio y conservación, y ser materia tan escrupulosa y digna de 

todo reparo lo contrario". 

CEDULA DE FELIPE V, Y EDICTO DEL OBISPO GOMES DE PARADA. 

Ya hemos hecho referencia a las disposiciones relativas a la --

prohibición de los servicios obligatorios, entre los que princi 

palmente se encontraba el prestado por los indios en las casan-

de los españoles; y también el cumplimiento de casi todas las 

órdenes que protegían a los trabajadores, debido las más de las 

veces a que eran contrarias a los intereses personales de quie-

nes debían vigilar su exacto cumplimiento. Por tanto, no es de 

extrañarse que al hacer el obispo Dr. Juan Gómez de Parada en - 

el año de 1721 su visita, encontrase graven irregularidades que 

redundaban en perjuicio y agravio de los indios, que como no po 

dían remediar por ser de la exclusiva competencia de la juris—

dicción civil, resolvió denunciarlas a la suprema autoridad, pa 

ra lo cual redactó un minucioso informe que envió a Madrid por-

conducto de su Secretario de visita, el Presbítero D. Diin Coc- 

ido y GayUln, a :luien dio instrucciones de ampliar verbalmente- 

su informo  mor el conocimiento personal que tenían do lo !i be-- 

chos. 
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El resultado de estas gestiones en favor de la clase in-

dígena tuvo un gran éxito, pues el 23 de noviembre del año de -

1722 el Rey Felipe V, resolvió extirpar de raíz los abusos --

que se venían cometiendo; y para el efecto dictó las órdenes --

convenientes, comisionando al propio obispo Gómez de Parada, pa 

ra que con jurisdicción especial privativa e inhibición de to— 

das las autoridades civiles de la provincia, inclusive el Gober 

nador si fuera necesario, hiciese cumplir todas las leyes rela- 

tivas al buen tratamiento que debía de darse a los indios y lo-

autorizó para poner en ejecución las medidas oropuestas en su - 

informe para hacer cesar esos males. 

Con empeño y entusiasmo, e1. Obispo, revestido de tan ex-

traordinarias facultades, se dedicó a trabajar por convertir en 

realidad los deseos del Rey y abordó la tarea de implantar tu---

das las reformas que creyó convenientes para favorecer a los in 

dios, la cual culminó con la publicación, que mandó hacer en tn 

dos los pueblos de Yucatán de un edicto aboliendo en forma deii 

nitiva el servicio personal obligatorio de tos indios, procla—

mando la más absoluta libertAd de traba l ,̀  y declarando la igual 

dad en este particular de los indios a ?oil demás ciudadanos. 

El Historiador Molina Solis. Al referirse al edicto que 

tratamos, externa, en una nota, esta opinión: "Obsérvese como - 

el Obispo Góliftys de Parada se anti 	.1*.; más de un siglo a los - - 

constituyentes de 1857, expidiendo cate edicto acerca de lit li-

beutad del trabajo, que no es sino el exaeto troquel del autTeu 

lo So. Constitucional vicente. 
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Las nuevas normas implantadas por el señor Obispo motiva 

ron su distanciamiento entre las autoridades civiles y eciesiás 

ticas, por los intereses que afectaron; y las primeras en unión 

de los demás descontentos efectivamente eripezaron a gestionar le 

suspensión de la comisión conferida al Obispo, lo cual despuós-

de múltiples y reiteradas gestiones obtuvieron por resolución - 

dada con el carácter de provisional por la Audiencia de México. 

CEDULA REAL DEL 1° DE JULIO DE 1731, TOLERANDO EL SERV! 

CIO OBLIGATORIO. El antagonismo surgido entre el Gobernador D. 

Antonio Cortaire y Terreros y el Obispo ,5t,nía de Parada, que ya 

vimos, surgió por las leyes relativas al trabajo de tos indios, 

subsistió hasta que vino hacerse cargo del gobierno en 1723, D. 

Antonio de Figueroa y Silva. Desde su llegada a Yucatán se in-

teresó por conciliar los ánimos e intereses, lo cual logró, no-

sólo con la cortesía y habilidad que le ,:aracterizaban, pues --

también porque a más de su investidura :U Gobernador y Capitán-

General tenía la de Comisionado Especial que anteriormente te—

nía el Obispo Gómez de Parada, por acueid de la Corte de Ma---

drid. 

El nuevo gobernante tratando de dear ccntent.os a todos-

rindió un informe promenorizado en que acc:nsej` la conveniencia 

de ejercer cierta y prudente coacción rara fbligar a Ion indios 

a trabajar, dando reglan que impidiesen J_Ialuier abuse. Apoyo.  

ron le opinión de Figueroa y Silva los ;.,.:int.i.mlentos de mi',Fida, 

Campeche y Valladolid, el Tribunal de 	v el Cabildo Ecle- 

siástico. 
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En vista puede decirse, de este criterio general, el Rey 

por Cédula de fecha 1° de julio de 1731, mandó se tolerase el - 

servicio personal obligatorio y los repartimientos, con algunas 

limitacones y reglas que establecieron y con la única excepción 

de que continuaba la prohibición para los gobernadores, segura- 

mente porque el tiempo había demostrado no ser conveniente que- 

de ellos dependiese el repartimiento, control y prestación de - 

servicios de los indios a su favor. En compensación no sólo se 

tomaron en cuenta las modificaciones propuestas por Figueroa pa 

ra que se realizase el trabajo en las mejores condiciones posi-

bles armonizando las costumbres existentes, sino que se agrega-

ron disposiciones que vinieron para los trabajadores, que antes 

no tenían. Estas normas jurídicas en conjunto constituyeron un 

interesante reglamento de trabajo. Es tan claro el resumen que 

de ellas hace Molina Solís, que reproducimos aquí una vez más - 

sus palabras: "... el trabajo había de ser para obras útiles - 

al común, sin atarearlos demasiado, a horas señaladas, y deján-

doles las necesarias para el descanso; se habría de cuidar no - 

recargar el trabajo a uno dejando ocioso a otros; que se le pa-

gase una retribución competente en mann propia o de persona de-

su familia, que tratándose de trabajador el tiempo suficiente - 

para atender a sus propias de su familia, o de la comunidad n-

dígena; que no se cumpliese el trabajo a los enfermos o achaco-

sos; que los trabajadores no fuesen llevados a largas distan—

cias de su residencia a prestar el servicio, salvo en casos ur-

gentes en que lo requiriese el bien público; el principal cuida 

do había de ser que la prestación de servicios no les impidiera 
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adquirir la instrucción religiosa a asistir a los actos del cut 

to católico; a los indios semaneros de servicio doméstico en las 

casas de los españoles, se les había de pagar cuatro reales se 

manales a los hombres y tres reales a las mujeres, además de --

los alimentos; que no permitiesen repartimientos sino en justa-

proporción a los habitantes (le cada pueblo, de manera qUe éstos 

no se recargasen de trabajo; que el algodón se cargase a los --

precios corrientes sin permitir cargadillas de ninguna espe----

cie n . (29) 

LA ESCLAVITUD EN LOS ULTIMOS TIEMPOS DE LA EPOCA. En el 

tratado celebrado entre España e Inglaterra a principios del si 

ylo XVIII, se autorizó a los súbditos de esta nación para intro 

ducir en Yucatán esclavos negros; pero éste y otros acuerdos --

consignados fueron más aprovechados para la importación cl andes 

tina de mercancías, para explotar en gran escala la esclavitud. 

El Ayuntamiento Campechano, en el ario de 1790, con la fi 

nalidad de que se pudiese contar con suficiente número de bra-

zas para el cultivo de arroz, caña dulce, henequén, etc., soli-

citó del Rey se permitiese a los Yucatecos adquirir, libres de-

todo impuesto, en las colonias extranjeras, los esclavos necesa 

ríos para impulsar los trabajos agrfeilas; o bien que fuese el 

mismo rey quien hiciese el envío de los esclavos, disponiendo - 

su distribución al fiado para cubrir su precio en ocho o diez - 

años, pagando un interés conveniente. Esta petición quedó ar—

chivada, pendiente de tramitación, pues no se tiene noticia de-

que hubiese sido resuelta. En consecuencia no aumentó el número 

(29) FERNANDO PALMA CAMARA. Obra Cit. Méx. 1978. 
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de esclavos, y al terminar la Colonia se calcula que no llega—

ban a doscientos esclavos, que en su mayor parte se encontraban 

en Campeche, tratados con muchas consideraciones, por lo quo --

aún después de recobrar su libertad, los que la desearon y pu-

dieron ajustarse a la ley dada por Augusto Congreso Constituyen 

te Yucateco a raíz de la Independencia (que por cierto, parece-

ser que fue la primera en la nación mexicana que prohibió la in 

troducción de esclavos y estableció bases para la adquisición - 

de la libertad del mismo), continuaron muchos en casa de sus ao 

tiquos amos, y hasta tomaron libremente el apellido de los mis-

mos. 

LAS ENCOMIENDAS Y EL TRABAJO DESEMPEIIADO POR LOS INDIOS 

SUJETOS A ELLAS. La existencia de las encomiendas en las In---

Bias de la época de los descubrimientos y conquistas realizados 

en América, Cristóbal. Colón estableció en la Española la forma-

en que los indios debían de servir a los españoles en sus la---

branzas ganaderías y minas, Nicolás de Ovando, y otros gobernado 

res continuaron el sistema, luego las encomiendas pasaron a la-

Nueva España con Cortés y fueron introducirlas a Yucatán por Mon 

tejo. 

En su primera fase traían como consecuencia la presta—

ción de servicio obligatorio en diversos trabajos; y los abusos 

de los enteomenderos contra la libertad de los indios dieron lu-

gar a la conocidLa campaña emprendida por 1,a:i Casas, con hl (11W-

se inició una defensa activa en favor de los indios. Hubo in—

tentos reales a, reprimir las encomiendas; pero por los iouere- 
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ses creados en las colonias no fue posible cumplir la prohibi—

ción y se optó por darles nueva organización, mediante leyes 

atinadas que protegían a los indios. Por esa época tuvo lugar-

la conquista de Yucatán. La esclavitud quedó prohibida, así co 

mo que a los indios se les pudiese entregar o encomendar a títu 

lo de servicios personales. A cambio se impuso la obligación a 

cada uno de los indios pagase al.. Rey por vía de tributo determi 

nada cantidad; disponiéndose que lo que estuviese por este con-

cepto fuere repartido por los gobernadores autorizados, en la - 

preporción que considerasen dentro de los límites fijados, en--

tre los conquistadores, pobladores y otros benemóritos, por-  dos 

vidas conforme a la Ley de Sucesiones. Loa beneficiados teefan 

el deber de instruir a los naturales en la fe cristiana, cuidar 

de ellos y tener sus armas y sus caballos listos en todo na 

para atender cualquier llamado de las autoridades, espeelal-

mente en caso de alguna sublevación. 

El encomendero pues, no tonta facultades rara exigir tra 

bajo a los indios; y sI le prestaban alann servicio voluntaria-

mente estaba obligado a pagar un salario "eompetente", a propor 

oionar tiempo suficiente para el descanr.o necesario, y las lado 

res desempeaadas debían de ser de naturaleza tal que no pütjudi:  

casen el oultivo y cuidado de las tierras p: ripias de los n,itera 

les; y ne prohibió trasladarlos a climas disistos y desempanar 

labore.; consideradas insalubres. 

Sia embargo, e] trabajo forzado puede deeirse 

e16 a 1.4.,:iar de esa reglamentación. 	Y tb,jah(19 ar,art., 101-, 1,.xtos 
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de Ley veamos, según los datos existentes, qué trabajos desempa.  

ñaron en Yucatán los indios encomendados. 

"Según información hecha ante el gobernador de Yucatán - 

el 20 de enero de 1585, por el conquistador Juan de Magaña re--

fiere el Lic. Gustavo Molina en su libro La Tragedia de Yucatán, 

los encomenderos, en Yucatán tenía derecho a requerir y utili—

zar para labranzas, construcción de casas y otras industrias, - 

el trabajo personal de los indios encomendados y por cada jorna 

da de trabajo, que se computaba desde la salida del sol hasta - 

una hora antes del caso, con intermedio de una hora de descanso 

al mediodía, el encomendero debía dar a cada indio una libra de 

pan o libra y media de mascal o camote y cierta cantidad de lal 

y chile". 

Además había la costumbre de que los encomenderos pudie-

sen llevar A vivir a sus haciendas y a los indios sacados de sus 

encomiendas, ;:na vez por convencimiento y otras haciendo uso de 

cuantos medics tenían a su' alcance. Les proporcionaban tierras 

para labrar y casa donde vivir, exigiéndoles a cambio de ebto,-

sin remuneras7ión alguna, un día de su trabajo cada semana, por-

lo general, era el lusos, le dio lugar a que fuesen conocidon - 

con el nombre de "luneros". 

Y se est..ableei6 toral ión ld costumbre de hacer traer in-- 

dios (P 	y otro nexo ;,,Ira que prest..ul,n servicio dom.', ticos 

en las casas :le lis, encomenderos, por turnos que duraban una se 

mana, 	a 	indio:,  "semaneros". 
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Los naborios, antes de tratar en particular del trabajo- 

desempeñado en las ciudades, no debemos dejar de mencionar la - 

existencia de otros trabajadores que prestaban sus servicios en 

los campos. Se trata de les Naborios. Así se les llamaba a --

los que unas veces solos y otras con su familia, formaban parte 

integrante de la propiedad raíz; por lo que al hacerse las tras 

laciones de dominio de las tierras, quedaban incluidos y pasa--

han a depender del nuevo at:Iluirentl! de la finca. Puede decirse 

que equivalían a los que Ilsta 	poco se consideraban los -- 

ACASILLADOS de las haciend_ls. Sr condición era especial, no --

quedaban incluídos entre ns es=lavos, ni, entre los que forzosa 

mente prestaban servicios  	tampoco tenían una li-- 

bertad absoluta para traba:ar, ni quedaban comprendidos en las-

encomiendas. Propiamente, prestaLan sus servicios mediante re-

muneraci6n en las fincas en dende vivían, teniendo preferencia- 

para ser ocupados en los 	de las minas; y a cambio de - 

algunas ventajas que obtení:I. iy7:a-  vivir tql las fincas. Tenían- 

la obligación de dúliempe 	trabajos. El dueño de 

la finca ejercía una autci- ija:1 casi absoluta entre ellos. 

EL TRABAJO LUPE 12!: 	C:ULADES. A diferencia del tra- 

bajo del campo, por lo ce:r 	, era obliqatorio, el trabajo en- 

las ciudades por los arts,.7.c.s, 	contadas excepciones, fue - 

libre. 	Las principalte:, 	leqularon de mudo claro.- 

	

definitivo le mayoría 	, f 	.os practicados durante ene- 

lieMpo, fueren dictadas 	E:Jparia e influy,.mu para -- 

cream una "fuente de eou.,1. 	en:16mico-lega1 «nt_re 1.u; condi_ 

cione t i de trabajo, ent!..; 	 o la vida d i tiabaja- 
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dor y el mecanismo económico-político de la Colonia. 

Como una consecuencia lógica, los españoles instituyeron 

en los lugares conquistados los primeros sistemas jurídicos que 

conocían; y organizaron, por consiguiente, para su reglamenta—

ción, los oficios en gremios, los cuales respondían a los mis-

mos fines que los existentes en Europa; o sea establecer una 

igualdad entre los maestros productores, reglamentar la adqui-

sición de materias primas, mano de obra y los procedimientos --

técnicos, la inspección y el comercio de todo cuanto se relacio 

nase con el oficio correspondiente. 

Las autoridades cuidaron que cada oficio, palabra usada-

a veces como sinónimo de taller, estuviese a cargo de personas-

competentes y para ello establecieron que antes de que se hiele 

se cargo de un oficio fuese examinado por los vendedores del --

mismo. De esta manera se evitaban la improvisación de quienes-

pensaban dedicarse a esos trabajos, surgiendo entonces el fenó-

menos social de la especialización. 

Ahora bien, tratándose de resguardar, o asegurar mejor 

dicho, el patrimonio de trabajo y de vida de los hijos de los 

dueños de oficios fallecidos, se dispuso que podían continuar 

al frente de los mismos, sin ser examinados, si comprobaban ha-

ber asistido y trabajado en ellos por lo menos tres anos. 

Y a fin de no descuidar la enseñanza de los oficios no - 

ordenó a los maestros dedicarse al adiestramiento (h. quienes as.  

piraban a aprenderlos. 
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Desde este punto de vista, los aprendices aseguraron la-

enseñanza, que venía a resultar obligatoria para el maestro pe-

ro en cambio, quedaron sujetos a la prestación de una serie de-

servicios en los que, por lo general, resultaban explotados, ya 

que o no se les pagaba o su remuneración era despreciable. 

El aspecto más importante que tienen las ordenanzas que-

reglamentaban los distintos oficios y la prestación de otros, - 

es que constituyeron en realidad los rudimentos de una verdade-

ra legislación del trabajo, que reconoció muchos derechos en fa 

vor de los trabajadores de las provincias conquistadas. 

En esas ordenanzas se determinó la obligación del pago - 

de jornal, el cual siempre fue bajo, aunque no tanto como pudie 

se parecernos comparado con los que se pagan actualmente, pues-

en aquellas épocas el valor adquisitivo de la moneda ora mayor. 

Según las disposiciones relativas, los indios carpinteros y al-

bañiles tenían derecho como jornada máxima a cuatro reales pla- 

ta por día "y de aquí por bajo conforme merecieran". Fijose, - 

pues, no un salario mínimo, sino máximo, demostrativo de que --

la ley trataba mas que de proteger al trabajador, de evitar que 

éste abusade en el cobro de sus servicios. Igual criterio se - 

sostiene en las demás ordenanzas, como se refiere a los sala---

ríos que debían percibir los mulatos que sirviesen en las estan 

cias de ganados mayores, en la cual se lee: "... lile ninguno de 

ellos en esta Nueva España puedo pedir ni llevar do salario ca-

da año más de hasta cuarenta pesos..." 

TamIsién se cuidó en las ordenanzas de establecer los días 
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en los que debía de trabajarse, no sólo por respetar los días - 

de fiestas religiosas, sino también en consideración al drIscan-

so necesario de los trabajadores; y se limité o se determinó --

hasta qué horas estarían obligados a laborar. En las orchrian--

zas de sombreros se dispuso: "Que los dichos oficiales no pue—

dan apremiar a los dichos obreros a que trabajen día de fiesta-

alguno, ni los sábados ni vísperas de fiesta después de puesto-

el sol, ni los días otros de la semana que fueren de trabajo, - 

sino fuera hasta las siete de la noche". Y en las ordenanzas - 

de cortadores de madera se estableció que el indio no debía de-

servir ni trabajar mas que una semana de seis días de labores. 

Como nota curiosa no queremos cerrar este capítulo sin - 

mencionar quienes fueron los primeros que establecieron en Méri 

da determinados oficios, transcribiendo la relación que hace en 

visión de Mérida el distinguido periodista e historiador D. Car 

los Menéndez: 

"El primer ARQUITECTO, lo fue Fray Miguel de Herrera, 

quien enseñó a los indios la albañilería. 

El primer CARPINTERO, español que vino a Mérida y que en 

señó a los indios, fue Antón Sánchez. 

El primer SASTRE, fue Andrés González; pero el que abrió 

al páblico en la ciudad el primer taller de sastrería, tue Nuño 

de Castro, quien vestía a los elegantes de entonces, lo que le-

produjo apreciable renta, y le dio uigniricación social. 

El primer ZAPATERO que se estableció, abriendo 1aller - 



fue Diego González. 

La primera PLATERIA la estableció el orfebre Diego de --

Vargas. 

La primera HERRERIA con fragua pública, el maestro Juan-

Jiménez. 

El primer taller de SILLERIA, lo abrió Cristóbal Rojas. 

El primero que introdujo en Yucatán la industria de la - 

SEDA, fue Marcos de Ayala, quien trabajo a Mérida las semillas-

de moreras y las sembró en una quinta que poseía en Valladolid. 

Crió el gusano de seda, y en su casa particular estableció pe—

queños talleres para hilar seda y teñirla de varios colores. --

Llegó a exportar a Flandes y a España seda de muy buena calidad. 

Fray Diego de Castro estableció una fundición y una flbri 

ca de órganos en Mérida; y un artista español, cuyo nombre des-

graciadamente no fue consignado, estableció el primer taller de 

escultura en la Península". 

Ya vimos que los oficios fueron organizados en gremios - 

y sólo falta decir que a cada uno de éstos correspondió una ano 

ciación religiosa denominada cofradía, que tenía un santo pa—

trón al que en tiempo determinado celebraban una fiesta, contri 

huyendo todos los del gremio a cubrir los gastos. 

REGLAMENTO PARA El MANEJO DE HACENDADOS, LABRADORES Y --

JORNALEROS, Y ORDEN DEL AUGUSTO CONGRESO CONSTITUYENTE RELATIVA 

A ESTE REGLAMENTO.- En 1os primeros arios de realizada la Indo- 
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pendencia, una de las principales leyes en materia de derecho -

del trabajo constituyola el Reglamento para el manejo de hacen-

dados, labradores y jornaleros, calificámosla como de importan-

cia, teniendo en cuenta que la explotación de la tierra por el-

sistema de haciendas era en aquella época fuente origínadora, - 

en proporción, de reclamaciones entre trabajadores y patronos,-

o amos como eran llamados antaño. 

El primer Augusto Congreso Constituyente se ocupó de di-

cho reglamento, en el orden de 19 de abril de 1824, con motivo-

de una consulta que le formuló el ayuntamiento de Charnpot6, por 

dudas en su aplicación. 

La intención de ese reglamento fue de que los contraton-

de trabajo fuesen voluntarios, pues el Augusto Congreso, en la-

ocasión mencionada, acordó: "Que se hagan cumplir puntualmente-

los contratos espontáneos que sean conforme a las leyes". 

Dividlase la prestación de los servicios según que los - 

asalariados debiesen trabajar indefinidamente, ya fuesen "labo-

res de agricultura, hacienda, trajín o taller", o bien que se 

hubiesen "ajustado para determinado y específico trabajo en - 

tiempo prefijo y lugar señalado". 

Los asalariados comprendidos en la primera categoría no-

podtan separarse de sus labores, ni ser admitidos en las de - - 

otro dueno, sin haber satisfecho previamente al primero el ddeu 

do o con!iato gue por esta razón tuviesen; y necesiamr,flie debían  

de presentar una boleta en la que constase que no adeudab.m CD-. 
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sa alguna. Sin este requisito no debía ser admitido ninqdn tra 

bajador y quien lo aceptase quedaba sujeto a la pérdida de cual 

quier anticipo que hubiese proporcionado al trabajador, sin per 

juicio de que el mismo volviese a "su antiguo amo", 

otros asalariados no quedaban desligados del patrono 

sino de:spués de "concurrir y satisfacer previamente su tarea",-

en los términos pactados; a menos que los excusase causi legí-

tima y aprclada; sin que pudiesen por ninqdn concepto tender --

que conc. tal, la arbitraria devolución, por parte del trabaja--

dor, de. interés o dinero recibido. 

En las disposiciones que se seguían por consiguiente el-

criterio de proteger la propiedad y aumentar su valor, adn a --

costa de inirovilizar o arraigar en la misma al trabajador por 

tiempo indefinido, lo mismo que a su familia. Una de las va---

rias dis. posiziones que se refieren a este punto dice así: Ellos 

mayordor:s, nayorales, vaqueros y lunerom de las estancias, con 

forme a 	:. 	tica y costumbre establecida en el estado no po- 

drán ser a.dritidos en otra o en algen pueblo en que quieren ave 

cinarse sin papel de su deuda, que se paqará por quien lo reci-

ba, o o..ie _inste no deber cosa alguna; en el concepto de que el 

contraviniese a esta disposición, incurrirá en la misma pena que 

señala 	artículo 20." 

1.is leyes de las viejas épocas de que hacernos mención, - 

guardal 	c52 una manera franca, decidida, a la clase dominante- 

de aquel: 	tiempos, y por ello encontramos que para cuidar los 

interess 	los patronos, o amos mejor dicho, y evitar que los 
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juzgadores tratasen de entorpecer el pago a cargo de los traba-

jadores se establecieron sanciones para aquéllos "Si los jueces 

dicen la orden respectiva ante quienes se pongan demandas y ha-

gan pedimentos verbales o por escrito sobre los puntos proceden 

tes, fuesen omisos, no cumplan con lo que se previene, o en al-

gún modo quieran dilatar o eludir el pago, serán condenados a -

satisfacer doble cantidad de la que se demanda, aplicándose una 

parte al interesado que piede y otra al fondo que se creé a be-

neficio del ramo de agricultura; y si no hubiese éste para el 

penas  de cámara y gastos de justicia, sin perjuicio de las 

demás que determine la ley". 

Debemos precisar que las normas en los términos expues--

tos, no fueron introducidas por Augusto Congreso Constituyente, 

sino que éste sólo se limitó a conservar lo establecido; siendo 

muy lamentable que asunto de tanta importancia no hubiése corita 

do con toda la atención que requería, dado el buen propósito de 

los constituyentes. 

Sin embargo, algo hicieron en favor de la clase laboran-

te al incluir en un decreto de doce de octubre del mismo año, - 

la prohibición de servicios personales gratuitos. Quedaron ex-

ceptuados los que se prestasen en virtud de sentencia judicial-

por corrección o delito; y los trabajos impuestos por la autori_ 

dad politica como carga vecinal para beneficio público. 7 des-

de la techa indicada a nadie debía exigirsele la prestaei6n de-

un trabajo que no fuese "absolutamente voluntario y su pteeio - 

libre y previamente contratado". 
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DECRETO SOBRE ASALARIADOS Y JCW.UEROS DE 12 DE OCTUBRE DE 1832. 

Siguiéndose el mismo criterio de las disposiciones a que 

nos hemos contraídos anteriormente y haciéndose referencia a la 

orden del Augusto Congreso Constituyente ya citada, fue expedi-

do el decreto de 12 de octubre d•e 1832, sobre asalariados y jor.  

naleros. 

Principalmente se limitó a establecer, que exceptuando - 

el caso de fuga, los asalariados por tiempo indefinido, podían-

separarse del servicio que prestasen despu6s de "dos meses de - 

haber pedido su papel", esto es, su comprobante respecto a deu-

das y haber satisfecho previa li:luidación lo que resultasen de-

biendo. Respecto a los jornaleros contratados para trabajo de-

terminado, la nueva disposición fue nás categórica en su redac-

ción, pues en vez de expresar la zbligaciÓn de concurrir y sa-

tisfacer precisamente su tarea, quedó que serían "compelidos" - 

a satisfacerla". 

Por lo que toca al trabajator que faltase a su contrato-

y fuese demandado, debería ser fdo; y no alegando excepción o-

razón fundada deberíasele imponer debidamente de las disposicio 

nes relativas y notificársele su zunplimiento. Si llegaba a --

faltar esta prevención se le .i.:7=ía correccionalmente un arres 

to de uno a cuatro días. Cumplido e•1 tórmino del arresto debla 

reiterarse la notificación y 	renio. Si a pesar de las in- 

dicadas providencias, que se re.,--¿ 	las veces que considerase 

prudente el juez, el demandadc ._:.;.fa en la desobediencia, era 

juzgado COn arreglo a las leyes. 



Y cuando se temía la fuga de algún trabajador per adeu—

dar a su amo, podía ser arrestado de uno a cuatro días, mien---

tras pagaba o garantizaba de algún modo su adeudo. 

Todas estas disposiciones contribuyeron más a iraviebili—

zar a la clase indígena de los centros de trabajo. Pues atin --

cuando en este decreto se determinó que los contratos de traba-

jo por tiempo indefinido terminaban después de dos meses de so-

licitada la separación como a la vez se exigía el pago previo - 

de la deuda, la cual siempre existía, la exigua remuneración o-

salario que correspondía al trabajador no le permitía suesistir 

y tener para amortizar deudas. Por tanto práctieamente 	con- 

cedió a los trabajadores un derecho muy difícil de alcan,7ar. De  

cirros que la deuda a favor de los amos siempre existía, ;,orque-

éstos así lo procuraban por interés personal, mediante un siste 

ma que adoptaron y que consistía en dar prestadas al tAr,a:iador 

pequeñas cantidades, que al parecer no tenían importarcla 	que 

se anotaban en la llamada "chichan cuenta", cuenta chica, y - - 

cuando el saldo deudor era regular lo pasaban a la "flcceh cuen 

ta", cuenta grande, Al quedar liquidada, aparentemente, en es-

ta forma, la chichan cuenta, el trabajador se sentía con el cré 

dito abierto y de nuevo comenzaba a contraer nuevas pelueñas --

deudas, que luego pasaban igualmente a la "nochoch cuen,:a" para 

ir formando los eslabones de la cadena económica de la 	- 

que lo ret,ndría indefinidament, a las 6rdrtnes ,.1,7 su 	ri - 

una 241,1i esclavitud. 
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LEY DE 30 DE OCTUBRE DE 1843, DECLARADO LIBRE Y REGLAMENTANUU 

EL TRABAJO DE LOS SIRVIENTES. 

Comienza esta ley declarando que "todo ciudadano para --

prestar sus servicios a quien mejor le parezca, sin ninguna au-

toridad pueda obligarle a servir a determinada persona" so pena 

de las sanelones que la misma establece. 

Encierra un bello enunciado esta disposición, sobre todo 

juzgándola con relación a su época, e impresiona favorablemente 

de momento, ya analizada y estudiada, bebido a que en otra dts 

posición del mismo cuerpo de leyes se estableció que: "... esta 

libertad para prestar los servicios sólo será coartada cuando - 

espontáneamente se hubiesen contraído obligaciones recíprocas,-

a cuyo cumplimiento quedan sujetas ambas partes"; efecto, sabe-

mos aunque las obligaciones se contraían con visos de necesida-

des, imperiosas en muchos casos. 

Ninguna de las antiguas leyes tocaba el punto medular de 

establecer bases o derechos mínimos en las relaciones entre las 

partes contratantes. En aquella 'poca, todo lo que descansase-

en la libertad, voluntad y espontaneidad de ambos contratantes, 

no podía serlo en realidad mas que para el patrono; pues el tea 

bajador, por estar en un plano inferior y en circunstancias de-

no imponer sus condiciones, no podía tener libertad, no reali-

zar' su voluntad ni admitir espontáneamente las bases lijadas. - 

Estaba suleto a aceptar lo propuesto por su amo. 

Nuevamente encontramos en la ley a que nos reterimos rts11 



74 

tiples reglas que se contraen a la deuda de los trabajadores; - 

vez, como en las anteriores, con miras de que no resultaden le-

sionados los intereses de los amos. Como innovación de este --

punto se estableció, seguramente para evitar abusos que se pu--

diesen cometer, el que las autoridades locales llevasen una ma-

trícula en la que se hiciera constar con datos proporcionados -

por los propietarios de las haciendas y demás establecimientos-

rurales de su comprensión, los aríados fijos y residentes y los 

que sin serlo prestasen sus servicios periódicamente; así como-. 

la  admisión de cualquier nuevo trabajador, las separaciones que 

se realizasen o las fugas en su caso; imponióndose como obliga-

ción a los amos llevar libros en los que se asentasen detallada 

mente los anticipos que hiciesen, ya fuesen en metálico o en va, 

lores. De hecho, se trató de fiscalizar, en esta forma, todo - 

lo relativo a las deudas de los sirvientes y el control de las- 

personas que trabajasen. 

En esta Ley se prohibió que al morir algún trabajador --

adeudado, que dejase algunas especies, el dueño de labores rura 

les las ocupase sin previa intervención judicial; así como que-

las deudas pasasen a los hijos, hermanos o parientes, salvo el-

caso de que el difunto hubiese dejado bienes suficientes. 

LEY DE 12 DE MAYO DE 1847, SOBRE SIRVIENTES Y :JORNALEROS. 

El texto de la ley de que acabamos de tratar fue reprodu 

cido casi en su totalidad en esta obra. De hecho se trata de - 

la misma la 	con ligeras modificaciones, entre las que anota- 

mos: qúe aunque se podían separarse los sirvientes, como los ma 



yordomos, vaqueros, mayorales, etc., sino después de satisfacer 

el trabajo cualquier cantidad que adeudasen, si tenían derecho-

para hacerlo en el caso del mal trato o falta de abono en el --

trabajo", siempre que el sirviente pudiese justificarlo; y que-

se estableció que en ningdn caso y bajo ningdn pretexto los due 

ños de establecimientos rurales imputarían a los hijos, horma--

nos o parientes de un sirviente adecuado que hubiese fallecido-

en el servicio, la deuda que tuviese, cualquiera que fuese su - 

cuantía. Se eliminó, pues la excepción relativa a cuando el --

trabajador tuviese bienes suficientes. (30) 

ORDEN PROHIBIENDO QUE EXIJA A LOS 1NDIGENAS TRABAJO A QUE NO SE 

COMPROMETAN VOLUNTARIAMENTE. 

Enterado D. Crecencio José Pinelo. Vicegobernador en --

ejercicio del Poder Ejecutivo, de que adri se continuaba la cos-

tumbre de obligar a los indios a desempeñar servicios como la-- 

bradoreu, hasta el grado de hacerlos sal 	de sus respectivos - 

pueblos, con graves perjuicios para zium intereses. Tratando de-

evitar esos abusos y procurar el exacto eumplimiento do las dis 

posiciones contenidas en el mencionado ~reto de fecha 12 dei - 

mayo de 1847, que claramente disponía que la prestación de ser-

VíCi02 debía ser voluntaria de acuerdo con los pactos que cele-

brasen las partes, dio una orden, Con fecha 14 de mayo de 11153, 

en uso rlet lis facultades extraordinarias que se le habían dado, 

mandando que por cuanto estaba en el deber 	vilar - 

por el cumplimiento de las icy(JS y proteqer y amparar 	los in- 

dtqenas, qu,.daba prohibida en terma terminante ,xlelirl,!;  la  

(301 FERNANDO PUNA CAMARA. Obra cit. Méx. 1978. 
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prestación de servicios contra su voluntad. 

DECRETO DE LA JUNTA GUBERNATIVA.- El decreto relativo a 

la Ley sobre sirvientes y jornaleros de fecha 12 de mayo de - - 

1847, expresamente derogó en el Gltimo artículo cualquier dio--

posición que se expusiese al tenor de esa Ley; y en consecuen—

cia, en lo que se oponía a la misma quedó sin ningGn efecto la-

de 30 de octubre de 1843. Mas a pesar de ésto, la Junta Guber-

nativa, creada en virtud del plan político promulgado en Izmal-

el 28 de marzo de 1863, dio un decreto, el 28 de agosto del mis 

mo año, cuyo artículo Gnico dice: "Se declara vigente la ley - 

de 12 de mayo de 1847 que reglamente el trabajo de los sirvien-

tes de campo, quedando derogada la Ley de 30 de octubre de 1843" 

DISPOSICIONES DE LA LEGISLACION CIVIL, RESPECTO AL CONTRATO DE 

OBRA O PRESTACION DE SERVICIOS.- Al expedirse los primeros có-

digos civiles se introdujeron en sus disposiciones las relati--

vas al contrato de obra o prestaciones de servicios. El Código 

Civil para el. Distrito Federal , contiene en st.t título Décimo --

Tercero, los preceptos reguladores de entes contratos; los cua-

les cuedaron clasificados en diversos capítulos, denominados: - 

Del servicio doméstico; del servicio por jornal; Del Contrato - 

de Obras a Destajo o Precio Alzado; de los porteadores y alqui-

ladores; del aprendizaje; y del Contrato de hospedaje. 

Aunqtw con los defectos provenientes de tratar ti' sosto-

ner la igualdad de todos ante la ley y la libre contratación su 

jeta a la voluntad de las partes, la cual dejaba en eireunstan-

cias desfavorables a los trabajadores, las d:Jpcmiciones a que- 
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z:zs referimos formando un cuerpo de normas más completo que los 

interiores; y se establecieron en mejor forma los derechos y las 

_,ligaciones de cada parte contratante. 

Ligeros visos de protección a los trabajadores se eneuen 

eran pues en realidad sus disposiciones, aunque mejoraron gran-

demente su situación, no llegaron a proteger cabalmente sus in- 

Todas las disposiciones en su mayor parte derivaron del-

Civil francés; que contiene el mencionado del Distrito - 

Ye:te:al y de Baja California; y el Código Civil de 1918, pues 

comprendido dentro de la legislación revolucionaria, se hi 

mención de los propios contratos de un título especial 

en los mismos capítulos citados anteriormente; pero por lo 

..4e respecta al servicio doméstico, al servicio por jornal y al 

aTrendizaje, se eliminaron las disposiciones, ordenándose se es.  

:-.:Tiese respecto a esos servicios a lo est.ablecido en e] Código 

iel Tribajo del que enseguida trataremos. 
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LEY DEL TRABAJO DEL ESTADO DE YUCATAN 

Acabamos de mencionar que en el Código Civil de 1918 se-

hacía referencia al Código del Trabajo; vemos pues, ahora, de - 

que ley se trata; pero antes citamos un decreto relacionado ---

con lo materia. 

El 4 de mayo de 1915, promulgó el general Salvador Alva-

rado un decreto en virtud del cual, a su iniciativa fueron creo 

dos en el Estado el Consejo de Conciliación y el Tribunal de Ar 

bitraje, para solucionar los conflictos entre capitalistas y --

obreros. Tiene este decreto la importancia de constituir el --

primer ensayo en la República Nacional sobre tribunales de tra-

bajo. 

Y algunos meses después, el 11 de diciembre de 1915, el-

propio general Alvarado expidió la Ley del Trabajo de Yucatán. 

Es anterior a ella la legislación en esta materia de Ve 

racruz; pero en tanto que con ésta se inicia de una manera for-

mal la nueva legislación del trabajo en la nación Mexicana, en-

esa primera, etapa, en la de Yucatán, alcanza su más alto grado-

de desarrollo. 

Alvarado creó su ley inspirándose en la existencia en --

Nueva Zelanda; y las instituciones que estableció para conocer-

de los conflictos que se suscitasen, tienen gran semejanza con-

las juntas de C=ciliación y Arbitraje creadas denpuón por. la  - 

Constitución de 1917, así es que los orígenes de óstas ne encuen 

tran pre2isamente en lo legislación yucateca. 
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La Ley de Alvarado trató de evitar la explotación de las 

clases laborantes y como tendía también a la transformación de] 

régimen económico existente, en la realización de tal fin quedó 

íntimamente ligada con otras leyes: la de Hacienda, la de Catas 

tro y la del Municipio Libre. Dichas leyes fueron denominadas- 

las Cinco Hermanas. 

Concretando, esa Ley determina, la libertad del trabajo; 

quienes deberían considerarse patronos; los derechos y obliga—

ciones de los patrones y obreros en los contratos y convenios 

industriales; la jornada de trabajo; el salario mínimo; los ac-

cidentes de trabajo; el derecho de huelga y la necesidad de un-

seguro social; prohibe el trabajo de menores de 13 años en fá-

bricas, talleres cualquiera zitro establecimiento, de los meno—

res de quince años en Izs teatros y en los trabajos peligrosos-

a la salud; y el de las 7bujeres de dieciocho años en los mismos 

lugares; y contiene ade73e, disposiciones acerca de higiene y -

seguridad. 

El Maestro Mario de :a Cueva, en su interesante y bien - 

documentada obra Derechz Mexicano del Trabajo, después de haber 

se referido a la Ley de 7,1varadr), se expresa en estos términos: 

"Quizá parezca que heros dedicado demasiada atención a la legis 

lación del trabajo (le Y.Jzattn. pero debe tener en cuenta que es, 

por una parte, el 	lrtntr, serio para realizar una refor- 

ma total del Estado Mexl.zar.:, y por otra, que representa uno de 

los pensamientos más av:---nr, de esa Epoca, no solamente en ml 

xico sine en el mundo er.ter". 
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CODIGO DEL TRABAJO DEL ESTADO DE YUCATAN, DE 1918. 

Este código es mas bien conocido por la Ley del Trabajo-

de Carrillo Puerto, por haber sido el gobernante que lo promul-

gó el 16 de diciembre- de 1918. Fue sancionado por el poder le-

gislativo el 2 de cc,_ubre del mismo año y comenzó a regir el --

primero do enero de 1919. 

Sus disposiciznes contienen gran semejanza con las de la 

Ley de Veracruz, la cal en términos generales sigue, excepto - 

en lo referente a la 'er7linología empleada y a las disposicio--

nes acerca de conv,s industriales y juntas de Conciliación y 

Arbitraje, que tiene sus antecedentes en la Ley de Alvarado. --

Creó la Bolsa de Trar:.aj, que intervenían en las cuestiones de-

trabajo, mas bien ccz..o i7:stitución coordinadora, y que entre --

sus atribuciones tenía la de fomentar el establecimiento y orga 

nización de caja de 11orros populares, de invalidez, de vida, 

de cesación involu 	trabajo, de accidentes y otros fi-- 

nes análogos. Tam::::n 	colectar estadísticas y proporcio- 

nar cuantos datos 	c onasen con la prestación de scrvi--- 

cios. 

Todas las 	de la revolución en materia de tra- 

bajo planeada ya es 	nstitución Política de la Nación, de - 

1917, en su articuls 1:'1, fueron taimadas en cuenta al redactar- 

se esta ley que es 7,:,7iteri:•,r. 	Y a propósito, es oportuno mfm-- 

cionar el origen del -._.,. .:nado artículo 12'3 Constitucional, por 

estar íntimamente 	:- n la Vi,,lislación yucateca, y f.) movi 



131 

miento obrero realizado en el Estado con anterioridad a dicha - 

Constitución y como resultado de la Revolución. 

INFLUENCIA DE LA LEGISLACION YUCATECA EN EL ORIGEN DEL ARTICU-

LO 123 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI-

CANOS. 

Tratando del origen del precepto constitucional a que' --

nos referimos el Maestro De la Cueva, en su citada obra, diee - 

"No parece que en un principio hubiera tenido Carranza la idea-

de incluir un título sobrel_trAllili, 

la intención de promulgar una Ley sobre trabajo que remediara 

el malestar social. La idea de transformar el Derecho del Tra-

bajo en Garantía Constitucional, surgió en el Constituyente de-

Querétaro, apoyada principalmente por la diputación de Yucatán, 

quien fue llevada a esa conclusión por los resultados obtenidos 

en su Estado por la Ley Alvarado". 

Durante las sesiones del Congreso, en 11 del 6 de diciem 

bre de 1916, se dio lectura al proyecto de Constitución en le - 

que solamente se consignaban dos Je.liciones a los artículos de - 

la de 1857 que trataban de la cuestión del trabajo. Con tal mo 

tivo, los diputados Aguilar Jara y C,ánora hicieron una moción-

relativa a la jornada de ocho horas, al trabajo nocturno de las 

mujeres y niños y al descanso ser)slnal; 	la Delegación de Yuca- 

tán presentó otra moción para la orearoó:n de los talbunales de-

Conciliación y Arbitraje semejantes a le que funcionaban en Yu 

catán. Toman en cuenta estas dissieiones constitucionales --

que provocaron acalorados debates. Despus de varios diseuros- 
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el diputado Jara indicó el que no se deberían de::ar disposicio-

nes de tanta importancia para leyes reglamentarias v que aGn --

contra la teoría constitucional deberían de hacerse figurar di-

chas disposiciones. En el discurso del diputado Jara dice más-

adelante el maestro de la Cueva: "Late ya la crítica del concep 

to forma]. de Constitución que debía limitarse a ot,r,si,inar los - 

derechos naturales del hombre y la estructura del estado indivi 

dualista". Mas el primer concepto preciso de l ;ue posterior-

mente fue el artículo 123 se debe al diputado Victoria, uno de- 

los obreros que integraron el Constituyente, nos 	diciendo 

el Maestro de la Cueva: "El diputado Iltlotor Victcria 	coro 

penetrado de la situación de los obreros, con toda su experien-

cia y clara visión del asunto, adquirida en sus 1.-aelas en Yuca-

tán, teniendo presente la importancia de la LegisIaacióa existen 

te en su Estado, determinó que en la Constitucie .fert:an fijar- 

se las bases conforme a las cuales legislarían 	:ro les Esta-- 

dos en materia de trabajo". Uniformado ol criteri del Congre- 

so en este particular, surgió el artículo 123, 	"ha converti- 

do en realidad legal los anhelos del proletariado. evitando, co 

mo dijo en aquella ocasión el mismo Victoria, que 	. se dejen 

pasar las libertades pGblicas, como han pasado has:_. hay las es 

trellas por las cabezas de los proletarios: Allá, a 1r lejos.." 

COD1G0 DEL TUABAJO DE 192 ,: 

Correspondió al Dr. Alvaro Torre Díaz, c 	 . !. (UldOr - 

constitucional del Estado, promulgar el 14 de oo':ari ,: 

el nuevo código del Trabajo, que habían decretado 	t—a,greso - 
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el 16 de septiembre del mismo año. 

Detenido estudio se ha dedicado a todos sus artículos; - 

pues en ellos se procuró preveer y determinar, hasta donde es - 

posible, todo lo relacionado con la materia. En algunos casos-

ha resultado ser más adelantado que la misma Ley Federal del --

Trabajo que rige actualmente Ley Federal del Trabajo de 1931. 

Las organizaciones de trabajadores que ya existían des--

de la (poca de Carrillo Puerto, en forma de ligas adquirieron - 

en ese Código la personalidad jurídica para celebrar contratos-

de trabajo y convenios industriales y para ejercer las acciones 

que de ellos derivasen, al igual que las demás asociaciones aná 

logas, con el dnico requisito que estuviesen adscritas a la Li-

ga Central de Resistencia del Partido Socialista del Sureste, - 

con lo cual se subordinó la organización de los trabajadores a-

un partido político. 

En muchos de sus artículos se encuentran, además di la - 

defensa de los intereses de los trabajadores, el resguardo de - 

los intereses del capital, con el propósito de hablar de armo-

nía necesaria entre estos dos factores de la producción. Así - 

ocurre en el caso de las huelgas. Se reconoció este derecho --

que constituye una arma poderosa para los trabajadores; pero --

tratándose de evitar su mal uso y los trastornos qUu puede oca- 

sionar la declaración de una huelga 	derecho, se dispusn que 

antes de hacerse la declaración respectiva, debían len obraeros-

someter el conflicto a decisión de la Junta de Conciliación. 
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LEY DEL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA 

El movimiento legislativo del Estado de Coahuila del año 

de 1916 es de importancia menor al registrado en los estados de 

Jalisco, Veracruz y Yucatán. En tanto Jalisco y Veracruz mar-

can la iniciación de la legislación del trabajo y Yucatán seña-

la su grado mis alto de desarrollo, Coahuila se limitó a copiar 

disposiciones ya conocidas y sólo agregó algunas cuestiones de-

interés. 

1. El 28 de septiembre de 1916, Gustavo Espinosa Mi roles 

Gobernador del Estado, promulgó un decreto creando una Sección-

de trabajo que constaría de tres departamentos, Estadística, Pu 

blicación y Propaganda, Conciliación, Protección y Legislación. 

Las funciones de cada uno de esos departamentos serían: 

El primero, o sea el de Estadística, Publicación y Propaganda,-

debía ocuparse de reunir, ordenar y publicar todos los datos e-

informaciones relativas al trabajo, organizar las sociedades --

cooperativas de obreros, dar conferencias a los mismos trabaja-

dores y procurar que concurrieran a las escuelas nocturnas. El-

de Conciliación y Protección, tenía por misión intervenir como-

intermediario amigable o árbitro en las diferencias que surgie-

ran entre patronos y trabajadores, pero siempre en solicitud de 

las partes, y el de Legislación, finalmente tenia a su cargo el 

estudio y formación de las iniciativas de leyes necesarias para 

el mejoramiento inmediato, económico, moral y material del obre 

ro, especialmente en lo relativo a la reglamentación de las ho 

ras de trabajo, prevención de accidentes, etc. 
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2. El Departamenteo de Legislación, en ejercicio de la - 

función que le fue encomendada, formuló una iniciativa de Ley - 

que se promulgó por el gobernador Espinoza Mireles el 27 du oc-

tubre de 1916. 

La Ley introdujo el proyecto Zubaran, agregándole tres - 

capítulos sobre participación de los beneficios, Conciliación y 

Arbitraje y Accidentes de Trabajo. De estos capítulos, el elti 

mo es, a su vez, una reproducción de la Ley sobre Accidentes de 

trabajo de Bernardo Reyes. No nos detendremos a analizar las - 

reproducciones, pues salvo detalles de terminología y algún me-

joramiento en el monto de la indemnización a las víctimas de ac 

cidentes, nada nuevo hay en la Ley. 

3. Los artículos 8° y siguientes, que forman el capítu-

lo Séptimo, reglamentaron la participación en los beneficios. 

Conforme al artículo 8°, la forma y condiciones de la par 

ticipación de los obreros y empleados en los beneficios de las-

empresas debla hacerse constar en el Contrato de Trabajo, en 

el Reglamento de taller o en los estatutos de la empresa. 

Debía liquidarse la participación anualmente, sin que 

dieran compensarse las utilidades de un año con las pérdidas de 

otro. 

Lcs artículos 85 y 86 disponían, respectivamente, que --

los obreros y empleados tendrían derecho a designar una persona 

que los representara en el examen de los libros y comprobación- 
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de los balances, no obstante lo cual, conservaba el patrono in-

tegramente la facultad de dirigir la obra o explotación. 

De acuerdo con el artículo 83, tenía derecho a la pdttí-

cipaci6n de todos los obreros y empleados; la perdían, no obs—

tante, aquellos que por cualquier circunstancia quedaran hi(,para 

dos de la negociación. (31) 

(31) UY.P1;A:. PALMA CAMARA. 	Obra Cit. 1978. 
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CAPITULO SEGUNDO 

LA CONSTITUCION O INTEGRACION DE LAS JUNTAS DE 
CONCILIACION Y ARBITRAJE Y SU FUNCION JURISDIC 
CIONAL EN LA CONSTITUCION Y EN LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO. 

En relación a la Jurisdicción Federal, históricamente se 

pueden apreciar en México, dos etapas en lo que va del flIglo. - 

La Primera que podríamos considerar como excepcional, abarca --

los años de 1915 y 1916 y la Segunda emprendería de 1919 a nues 

tros días. 

Por lo que respecta a la primera de las etapas menciona-

das, surgida durante el movimiento revolucionario, Don Venustia 

no Carranza, promulgó dos Decretos los cuales reformaron la - - 

fracción X del artículo 72 de la Constitución Política de 1857. 

El primero de ellos, publicado en el órgano informativo-

del movimiento Carrancista denominado EL CONSTITUCIONALISTA, de 

fecha 29 de enero de 1915, facultaba al Congreso de la Unión pa 

ra leginlar en toda la Replblica en materia de minería, comer—

cio, inntituciones de crédito y trabajo. Fue la influenr:ia del 

Lic. Zubarán Capmany, entonces Secretario de Gobernación, quien 

88 
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convenciera a Carranza a federalizar las normas de trabajo. 

De conformidad con el Decreto, la existencia de disposi-

ciones reglamentarias a los artículos 4° 5° y 32 Constituciona—

les, que mejoran las condiciones de vida de los trabajadores mu 

xicanos, estableciendo los órganos apropiados para hacer efecti 

vas esas garantías, resultaban graves omisiones que era urgente 

reparar a través de una adecuada legislación. 

Esa legislación, decía la exposición de motivos del De--

creto mencionado, por afectar directamente los intereses agrfc,5 

las, mercantiles e industriales de todo el país por propia nata: 

raleza, debería ser de carácter general para que sus benéficos-

efectos pudieran extenderse a todos los habitantes del país. 

Por segunda vez, el 15 de septiembre de 1916, habría de-

promulgarse un nuevo Decreto que, publicado igualmente en el --

Constitucionalista declaró facultad exclusiva de la Pederacit7:-

dictar Leyes obligatorias en el país en materia de comercio, mi 

maría, instituciones bancarias, terrenos nacionales, bosques, -

ejidos, aguas de jurisdicción federal, penca en aguas territo--

riales, así como aquellas actividades referentes a la organiza-

ción del trabajo en la industria. 

Carranza, de conformidad con las adiciones al Plan de --

Guadalupe, expedidas en el Puerto de Veracruz el 2 de diciembre 

de 1914, convoca a elecciones de diputados que deberían inte—

grar un Congreso Constituyente, teniendo como sede la Ciudad de 

Querótaro, e iniciando sus labores a partir del lo. de diciem-

bre de 1916. 
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Don Venustiano Carranza, con fundamento en el propio 	- 

Plan de Guadalupe, presentó en el acto de instalación del Cons-

tituyente un proyecto de reformas a la Constitución Política de 

1957 y pronunció un discurso en el cual deliñeaba el caracter 

y espíritu de las mismas. 

De este proyecto dos artículos, el 5° y el 73, se ref ie-

ren concretamente a los problemas laborales. El primero de - 

ellos estipulaba en su párrafo final que el contrato de trabdio 

sólo obligarla a prestar el servicio convenido por un período 

no mayor de un año, sin que pudiera extender en ningún caso a 

la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquier derecho político-

o civil. El segundo de los artículos mencionados en su frac—

ción X faculta al. Congreso de la Unión para legislar en toda la 

República sobre minería, comercio, instituciones de crédito y - 

trabajo. 

Como es sabido, los constituyentes de Querétaro modifica 

ron substancialmente el proyecto de Carrdsza y manifestaron su-

inconformidad por la Federalización de nuestras normas labora--

les. Por ello, en la redacción definitiva de la fracción X del 

artículo 73 de la Constitución de Querétaro no aparece la facul 

tad al Congreso de la Unión en tal sentido y, mientras que el - 

preámbulo del artículo 123 expresamente facultaba a cada legis-

latura estatal para dictar sus propias leyes de trabajo. 

Durante los años, de 1.917 hasta 1929, fecha esta Última-

en la que se establecen dos jurisdicciones, la local y la Vede- 
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ral, los Congresos de las entidades federativas promulgaron - - 

aproximadamente 90 codificaciones legales. Algunas de cuan --

crean sus departamentos de trabajo, otras codifican disposicio-

nes sobre indemnización por accidentes en el trabajo, trabajo -

agrícola, trabajo minero y algunas más reglamentan los tribuna-

les jurisdiccionales del trabajo. 

Por lo que respecta al Distrito Federal y Territorios Fe 

derales, el propio Carranza, a través de una iniciativa de Ley, 

aprobada por el Poder Legislativo, y publicada el 3 de diciem-

bre de 1917 en el Diario Oficial de la Federación, dio nacimien 

to a las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

Posteriormente, en 1927, por. Decreto de fecha 23 de sep-

tiembre, del entonces Presidente de la República, General Plu--

tarco Elias Calles, creó la Junta Federal de Conciliación y Ar-

bitraje el 6 de septiembre de 1929, se reformó la fracción X --

del artículo 73 y el preámbulo y fracción XXIX del 123 Constitu.  

cional, facultando al Congreso de la Unión para legislar en ma-

teria de trabajo y el 28 de agosto de 1931 se publicó la prime-

ra Ley Federal del Trabajo, reconociéndose la existencia de dos 

jurisdicciones, Local y Federal. 

LA FRACCION XXXI DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL. 

La aplicación de las leyes del trabajo corresponden a las 

autoridades de los Estados, en sus respectivas jurisdicciones,- 

pero en d la competencia exclusiva de 	 e: autoridades federa-- 

les en asuntos relativos a la industria textil, eléctrica, cine 
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matoe;:ráfica, hulera, azucarera, minería, petroquímica, metalúr-

gica y siderargica, abarcando la explotación de los minerales - 

básicos, el beneficio y la fundición de los mismos, así como --

la obtención de hierro metálico y acero en todas sus formas Y - 

ligas y los productos laminados de los mismos hidrocarburos ce-

mento, ferrocarriles y empresas a que sean administradas en for 

ma directa o descentralizada, por el gobierno federal; empresas 

que actdan en virtud de un contrato o concesión federal y las - 

industrias que le sean conexas; empresas a que ejecuten traba--

jos en zcnas federales y aguas territoriales; a conflictos que-

efe:ten a dos o más entidades federativas, y por ultimo, las --

ot21  ..- emes que en materia educativa corresponden a los patro-

nos, :an la forma y términos que fija la ley respectiva. 

Entre los Poderes de la Unión, los gobiernos del Distri-

to ":".eral y de los Territorios Federales y a sus trabajadores: 

La jornada diaria máxima de trabajo diurno y nocturno 

sera 	,:hrp y siete horas, respectivamente. Las que exceden - 

serán ex•traordinarias y se pagarán con un ciento por ciento más 

de 12 remuneración fijada para el servicio ordinario. En nin—

gún :150 el trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas-

dianas ni de tres veces consecutivas; 

Por cada seis (lías de trabajo disfrutará el trabaja-- 

dor 	11; día de descanso, cuando menos, con goce de salario In 

:,-„s trabajadores gozarán de vacaciones, que nunca se- 
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rán menores de veinte días al año; 

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos respec 

tivos, sin que su cuantía pueda ser disminuida durante la vi—

gencia de éstos. 

En ningén caso los salarios podrán ser inferiores al mí-

nimo para los trabajadores en general en el Distrito Federal y-

en las entidades de la ReptIblica; 

V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin te--

ser en cuenta el sexo; 

VI. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deduccio 

nes o embargos al salario, en los casos previstos en las leyes; 

VII. La designación del personal se hará mediante sistemas 

que permitan apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspi 

rantes. El Estado organizará escuelas de Administración Pnbli-

ca; 

VIII. Los trabajadcres gozarán de derechos de escalafón a - 

fin de que los ascensos se otorguen en función de los conoci—

mientos, aptitudes y antiguedad. 

IX. Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesa--

dos por causa justificada, en los tórminos que fije la ley. 

X. Los trabajadores tendrán derecho de asociarse para la 

defensa de sus interess comunes. Podrán, así mismo, hacer uso 

del derecho de buelgA, previo et cumplimiento de los requisitos 
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que determine la ley, respecto de unas o varias dependencias de 

los Poderes Ptlblicos, cuando se violen de manera general y sis-

temática los derechos que este artículo los consagra; 

XI. La seguridad social se organizará conforme a las si--

guientes bases mínimas: 

a). En casos de accidentes y enfermedades profesionales; 

las enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, 

la invalidez, vejez y muerte. 

b). En caso de accidelnte o enfernead, se conservará el-

derecho al trabajo por el tiempo que determina la ley. 

c). Las mujeres disfrutarán de un mes de descanso antes-

de la fecha que aproximadamente se fije para el parto y de - - 

otros dos después del mismo. Durante el período de lactancia,-

tendrán dbs descansos extraordinarios per lía, además disfruta- 

rán de asistencia médica y obstótrica, 	medicinas, de ayuda 

para la lactancia y del servicio do qual..drUis infantiles. 

d). Los familiares de los trabajad 	tendrán derecho 

a asistencia médica y obstétrica, de 111,.'siias, en los casos y 

en la proporción que determine la Ley. 

). Se proporcionarán a los trahaadores habitaciones ha 

ratas en arrendamiento o venta, ruad ormr a 1,7,s piouramas previa 

mente apiohados; 

MI. loo conflictos individuales, ...,.1,ctivos e intel:tindi- 

CAluA, ,wrán !40Mtstide:: A un tribunal 	de L'oncilia,.1(a1 y- 
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Arbitraje, integrado según lo prevenido en la ley reglamenta---

ria. 

XIII. Los militares, marino- y miembros de los cuerpos de - 

seguridad pública, así como el personal de servicio exterior, - 

se regirán por sus propias leyes; y 

XIV. La ley determinará los cargos que serán considerados-

de confianza, Las personas que los desempeñen disfrutarán de - 

las medidas de protección al salario y gozarán de los benefi---

cios de la seguridad social. 

CRITERIO QUE ADOPTO NUESTRO MAXIMO TRIBUNAL. RESPECTO 

A LA COMPETENCIA JURISDICCIONAL. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación adoptó en los-

primeros tiempos un punto de vista desacertado el cual sin em—

bargo, se consideró como una especie de interpretación auténti-

ca, tomando en consideración que en las resoluciones dictadas - 

en el año de 1918 intervinieron algunos magistrados que actua--

ron como diputados en el Congreso Constituyente de Querétaro. 

En la famosa ejecutoria dictada por el más alto tribunal 

de la República en el juicio solicitado por Guillermo Cabrera Y 

pronunciada el 8 de marzo do 1918, se estableció que la frac—

ción XX del artículo 123 no podía extenderse a las demandas que 

atañían a las consecuencias de un contrato que hubiere expirado 

o debía exigirse, ya que las mismas deberían hacerse valer-  ante 

los Tribunales Ordinarios y no ante las juntas de Conciliación-

y Arbitraje, pues de aceptarse que los citados organismos pari- 
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tarios tuvieran facultades para conocer de las demandas civiles 

o comerciales que derivan de un contrato de trabajo, dándoles -

carácter ejecutivo a sus resoluciones, dejarían de ser tales --

juntas, extendiendo indebidamente sus facultades, al advertirse 

de una jurisdicción que no les confería la Carta Fundamental y-

que estaban reservadas al Poder judicial de la Federación de Los 

Estados. 

En diverso juicio de amparo promovido por LANE RINCON ML 

NER INCORPORATED, resuelto el 23 de agosto del mismo año de - - 

1918, se sostuvo por la Suprema Corte de Justicia, que las Jun-

tas de Conciliación y Arbitraje no fueron establecidas para - - 

aplicar la Ley en cada caso concreto ni tampoco en los conflic-

tos de derecho, obligando a las partes a someterse a sus deter-

minaciones, ya que carecían de imperio y no podían considerarse 

como tribunales, sino como instituciones de derecho publico es-

tablecidas para evitar los trastornos de la lucha entre los tra 

bajadores y patrones, proponiendo nuevas bases de trabajo para-

que terminase un conflicto. 

Pero afortunadamente este criterio de jurisprudencia, si 

bien fue obligatorio para los tribunales federales, no fue acep 

talo por las Legislaturas Locales, ya que casi todas las leyes-

laborales otorgaron a las Juntas de Conciliación y Arbitraje fa 

cultades para conocer de conflictos jurídicos, además de los --

económicos y de imponer sus resoluciones segln se ha visto, ya-

acudiendu n los jueves comunes para la ejecución de les Laudos, 

o bien a las autoridades administrativas para el use de la fa—

cultad económico-coactiva. 
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Por otra parte la presión de las organizaciones obreras-

y, además, el ejemplo de las legislaciones locales en materia - 

de Juntas de Conciliación y Arbitraje, determinaron un cambio -

radical en la citada jurisprudencia de la Suprema Corte de Jus-

ticia, señalando la resolución que dictó el citado Alto Tribu—

nal el primero de febrero de 1924, en el juicio de amparo ffult.  

citado por LA CORONA, S. A., resolución en la cual, después da:•-

rechazar el argumento de incostitucionalidad de las Juntas por-

violación del artículo 13 de la Carga Magna Fundamental, en su- 

calidad de tribunales especiales pues no con todo acierto, la - 

Suprema Corte estimó que no debía considerarse contrapuestas dos 

disposiciones de la Ley Suprema, o sea el articulo 	y el 123, 

sino que por el contrario, debían estimarse corno tribunales con 

atribuciones para resolver controversias tanto individuales co-

mo colectivas, ya fueran jurídicas o económicas. 

En la resolución dictada el 21 de agosto de 1.924 en el - 

amparo solicitado por la Compañía de Tranvías, Luz y Fuerza de-

Puebla, S. A.; se solicite el criterio favorable a la jurispru-

dencia de las Juntas, al estimarse la Suprema Corte que los ci-

tados organismos tenían facultades para ejecutar sus Laudos o - 

Sentencias, ya que de otra manera sólo serían cuerpos consulti-

vos que no estarían encargados de dirimir las controversias re- 

lativas al contrato de traLajo, sino que formularían simples de 

claraciones de derecho, en cuyo caso sus funciones serían esté-

riles y no llenarían su objeto, desde que el momento dp la fina 

lidad perseguida con su establecimiento fue la pronta resolu--- 
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cibb de las controversias laborales en beneficio de los traba--

jadores. (32). 

•._ 

(321 1.TLIPE PUMOLI::A ROQUEnT. 	Prúntuarir, de l,eqi!;lacirin Fede-- 
,1 del Trah:l'In. 	1910-1915. f;i117t:a de la Secretatia del 
I i .ffid ju. 
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CAPITULO TERCERO 

LA COMPETENCIA EN MATERIA LABORAL, SEGUN EL CRITERlo --
DEL MAESTRO MARIO DE LA CUEVA 

LA COMPETENCIA.- La doctrina 7J!xicana dist 
	pie entre-

competencia Constitucional y Competencia ordinaria. 

LA COMPETENCIA CONSTITUCIONAL. Nos dice el Maestro Ma-

rio de la Cueva, que es la órbita de atribuciones de la Consti 

tución fija a un órgano estatal creado por ella y tiene como - 

razón de su determinación la estructura política jurídica del-

Estado. 

LA COMPETENCIA ORDINARIA. Nos sigue diciendo el M.e 

de la Cueva, que es la capacidad dr, ronocirientos de los - 

órganos de un mismo Tribunal y tiene como base la necesaria di 

visión del trabajo. (33). 

El Derecho procesal del Trabajo señala d„.,:; criterios pa 

ra la distribución de la competencia crinstiturional de 1,1!1 au-

toridades del trabajo: 

(33) MARIO DE LA CUEVA.- Obra Cit. Torea II, 1›,:'11. 913-9111. 

100 
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1. COMPETENCIA EN RAZON DE MATERIA 

A) Competencia en razón de los derechos de 11 rión Me 

xicana. 

B) La competencia derivada de la naturaleza 7::el F.stado-

Federal. 

I- Corresponde a las autoridades Federas. 

II. Arttculo 359 de la Ley Federal del 	Frac.- 

V y VI. 

III. Competencia en razón de la importanci 	las in- 

dustrias. 

2. COMPETENCIA EN RAZON DE TERRITORIO 

La fracción X del articulo 123 Constitucil 

El articulo 361 de la Ley de 18 de agosto 	19U dero- 

gada textualmente dice: "Por razón del 1loar, son ferilles -- 

las empresas o industrias total o parcialmente er: 	federa 

les", dIsposición que como ha quedado mencionado 

dad fue derogada por considerar que dicho precept.: 	con- 

tra de los principios constitucionales del artícul: 	1 de --- 

nuestra Carta Magna, por lo que se declaró su 

LA MODIFICACION Y AMPLIACiON DE LA FRACCION XXXI 

123 CorWTITUCIONAL INCISO a). 

114 relación cronolóqica de las reformas y 	•!: 	- 
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la fracción XXXI del mencionado articulo constitucional: 

1. Decreto de 5 de noviembre de 1942 publicado en el --

Diario Oficial de la Federación de 16 de noviembre de 1942. So 

adicionará la Fracción XXXI. 

2. Decreto de 20 de noviembre de 1962 publicado en el -• 

Diario Oficial de 1.a Federación de 21 de noviembre de 1962, en 

vigor el día siguiente de su publicación en el citado diario.-

Se reformaron entre otras la fracción XXXI del apartado "A". 

3. Decreto de 4 de febrero de 1975, publicado en el Dia.  

rio Oficial de la Federación el 6 de febrero de 1975, en vicior 

al rifa siguiente de su publicación en el citado diario, y fe - 

de erratas publicada el 17 de marzo de 1975. Se adicionó la - 

fracción XXXI del apartado "A". 

4. Decreto de 30 de diciembre de 1977, publicado en el•-

Diario Oficial de la Federación el. 9 d.. enero de 1978, en vi—

gor al día siguiente de su publicación en el mencionado diario. 

Se refc.rmó la fracción XXXL del apartado "A". 

ADICION DL•' LA FRACCION XXXI 

La aplicación de las Leyes del trabajo corresponde a --

las autoridades de los Estados, en sus respectivas jurisdiccio 

nes, pero es de la competencia exclusiva 'le las autoridades Fe 

derales en asuntos relativos a la industria textil el6etrica,-

azucarera, minería, hidrocarburos, ferrocarriles y empresas -- 

que 	ni administradas en forma directa o descentralizada por- 
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el gobierno federal; empresas que actúan en virtud de un con--

trato o concesión federal, y las industtlas que le sean co-

nexas; a empresas que ejecuten trabajos en zonas federales; 

contratos colectivos que hayan sido declarados obligatorios en 

más do una entidad federativa y, por último las obligaciones - 

que en materia educativa corresponden a los patronos, era la --

forma y tórminos que fija la ley respectiva. 

REPOPMA DE LA FRACEION XXXI DEL APARTAWt "A", POR DECRETO DL: - 

20 DE NOVIEMBRE DE 1962. 

La aplicación de las leyes de trabajo corresponden a -- 

las autoridades federales en asuntos relativos a la industria-

textil, eléctrica, cinematográfica, hulera, azucarera, minería, 

petroquímica, metalúrgica y siderúrgica, abarcando la explota-

ción de los minerales básicos, el beneficio a la función de --

los mismos, así como la obtención del hierro metálico y de ace 

ro a todas sus formas y ligas a los pre,luctos laminados de lo:; 

mismos hidrocarburos, cemento, ferrocarriles y empresas que -- 

sean adtanistradas en forma direeta o descentralizada por el -

gobierno federal; empresas que actuen en virtuda de un contra- 

to o concesión federal y las industrias "U(' 1.(' 	r(14 ' 

empresas que ejecuten trabajos en zonas federales y aguas te—

rritoriales; a conflictos que afecten a dos o más entidades fe 

derativs; a contratos colectivos que hayan sido declarados --

obligatories en más de una entidad redeiativa, y por fillimo --

las obligaciones que en materia educativa corresponden a los - 

patrones, en la forma y tórminos que fija la ley respeetiva. 
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ADICION DE LA FRACCION XXXI DEL APARTADO "A", POR DECRETO DE - 

4 DE FEBRERO DE 1975 

La aplicación de las leyes de trabajo corresponde a Las 

autoridades de los estados, en sus respectivas jurisdicciones; 

pero es de competencia exclusiva de las autoridades Federales-

en asuntos relativos a la industria textil, eléctrica, cinema-

tográfica, hulera, azucarera, minera, petroquímica, metalGrqi-

ca y siderúrgica, abarcando la explotación de los minerales bá 

ricos el beneficio y la fundición de los mismos, así como la -

obtención de hierro metálico y acero a todas sus formas y 11--

gas y los productos laminados de los mismos, hidrocarburos, ce.  

mento, industria automotriz, productos químicos farmacéuticos-

y medicamentos, celulosas y papel, aceites y grasas vegetales, 

empacado y enlatado de alimentos, bebidas envasadas, ferroca-

rriles y empresas que sean administradas en forma directa o --

descentralizada por el. Gobierno Federal; empresas que ejecuten 

trabajos en zonas federales; y aguas territoriales; a conflic-

tos que afecten a dos o más entidades federativas; a contratos 

colectivos que hayan sido declarados obligatorios en más de --

una entidad federativa y; por último las obligaciones que en - 

materia educativa corresponden a los patronos, en la forma que 

fija la ley respectiva. 

REFORMA A LA FRACCION XXXI DEL APARTADO "A", POR DECRUM DE 30 

DE DICIEMBRE DE 1977. 

La aplicación de las leyes de trabajo correspondan a --

las autoridades de los Estados, en su:; respectivas jurisdiccio 



105 

nes pero es de la cpfetencia exclusiva de las autoridades 

derales en asuntos relativos a la industria textil, eléctried, 

cinematográfica, hulera, azucarera, minería, petroquímica, me 

talúrgica, abarcando la explotación de los minerales básicos - 

el beneficio y la función de los mismos, así como la obtención 

de hierro metálico y acero en todas sus formas y ligas y los - 

productos laminados de los mismos, hidrocarburos, cemento, fe-

rrocarriles y empresas que sean administradas en forma directa 

o descentralizada, - r el Gobierno Federal; empresas que ac---

tuen en virtud de un contrato o concesi6s federal y las indus-

trias que le sean conexas; empresas que ejecuten trabajos en - 

zonas federales y a:Tuas territoriales; a conflictos que afee--

ten a dos o más entidades federativas, a contratos colectivos- 

que hayan sido declarados obligatorios en más de una entidad - 

federativa, y por :1Itimo las obligaciones en materia educativa 

corresponden a los patronos en la forma y tÓrminos que fija la 

ley respectiva. (345. 

------- 
(34) Alberto 'fruta '..'rbina y Jorge Trueba Barrera.- Ley federal 

del. 'trabajo, 	1940. 
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CAPITULO CUARTO 

LOS CONFLICTOS DE TRABAJO Y SUS DIFERENTES EXCEPCIONES-

SEGUN LOS MAESTROS ALBERTO TRUEBA URBINA, MARIO CE LA CUEVA y-

J. JESUS CASTORENA 

Los conflictos de trabajo nos dice el maes-.7,:, l.t.ario de--

la Cueva componen uno de los factores que expresan la crisis 

de nuestra sociedad. Una soluci6n de este pro1:1,:im:a 	puede 

preverse por ahora y es que no son causa sino e.-jezt. :le la jus 

ticia social y de los desequilibrios econ6miccs, 	ésto- 

se resuelva desaparecerán los actuales conflictzz 

por lo que el sistema individualista y liberal 7 	cono-- 

cer más conflictos que los citados sobre inter r. y apli 

catión de los contratos individuales de trabaje. 	: por ejem 

plo: podían disponer los interesados sobre el 	:lel sala-- 

rio que correspondía a un trabajador, o si le 	jodo el 

devengado, o si un obrero faltó al cumplimiente.  

ciones. Pero era todo o cualquiera re !mi 

titud de acudir ante los tribunales judieiales 	com011 

para que decidieran la controversia; como 	1:1- at,..- a de la- 

interpletael6n o cumplimiento do un contrato 

107 
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Con el advenimiento de las cóalisiones, con la forma—

ción de las asociaciones profesionales y con las huelgas y los 

paros, cambió el panorama. Los conflictos de trabajo se divi-

dieron en dos grupos individuales y colectivos; los prior" ros -

eran los mismos conflictos que mencionamos en el párrafo ante-

rior; los segundos se manifestaban en la existencia de una cua 

lisibn o en la formación de una asociación profesional y parti 

cularmente en las huelgas y en los paros. Estos conflictos --

eran esencialmente distintos de las viejas controversias del - 

derecho civil, pues estaban en juego de intereses jurídicos de 

partes determinadas, en tanto los nuevos conflictos ponían en-

movimiento un interós colectivo profesional o ch categoría y - 

por otra parte cuando surgía un conflicto colectivo profesio-- 

nal y acudían los trabajadores a la huelga, sabían que no era- 

posible resolver el problema por los procedimientos judiciales 

y más bien iniciaban una lucha social cuyas armas de solidari- 

dad obrera y la fuerza del capital. (35) 

LA DIFLPINCIA ENTPE LOS CONFLICTOS JUIIID1CoS Di EOU1DAD Y LOS-

COLECTIVOS 

A diferencia de los conflictos jurídicos, los conflic—

tos de equidad scn, las diferimcvos que tiesas por objeto i.,Jita-

blecer tu:.: definici,In de derecho entre los sujcro de derecho- 

obrero, rcrsulta 1r,qico que si los 	, 	son indefi.  

cardeter:fttied que los hace pk.rdurables en te 	de 

(35) MAPIO DE LA CUEVA. Cbra Cit. Tomo II, P5ri. 525-527. 
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la clase trabajadora, también es cierto que periódicamente en-

la religión de este convento, o durante la vigencia de éste ha 

ya la posibilidad de realizar ajustes, como consecuencia de --

las transformaciones que sufren las empresas, o cuando las con 

diciones económicas sociales cambian de una manera tal de de--

terminada región o Estado que los trabajadores sufrirán en SU-

patrimonio, atendiendo como tal el producto de su trabajo, por 

lo que requerirían la intervención del órgano jurisdiccional. 

Aclaradas estas dos clases de conflictos, tanto el jurí 

dico, como el de equidad, cabe agregar para precisar más el --

término, que el conflicto jurídico individual es aquel que sur 

ge cuando falta una actuación de lo norma y se dan entre uno o 

varios trabajadores, sin importar el numero y su patrón, entre 

uno y otro obrero, entre un obrero y el sindicato a que perte-

nece y entre un patrón y un sindicato de trabajadores; y por - 

lo que respecta a conflictos de equidad individual es el que 

va a resolver sobre la diferencia que surge entre uno y varios 

sujetos con motivo de la modificación de uno o de varios con--

tratos de trabajo o de una o de varias relaciones de trabajo. 

Toca a continuación y dentro del orden que se viene ci-

tando hablar sobre el conflicto jurídico colectivo, que es la-

diferencia que afecta a una comunidad, como resultado de la --

inoper4ncia del régimen jurídico existente, es decir, estable-

ciendo con anterioridad, y el requisito para que tenga el ca--

racter colectivo, es que la violación repetida de la norma ---

crea prejuicios entro los miembros de una colectividad como es 
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la asociación profesional que llamamos sindicato que repercute 

consecuentemente en los demás miembros de la colectividad. 

El conflicto de equidad colectivo, es la diferencia que 

surge con motivo de implantaciÓn de una nueva fórmula de convi 

vencia entre los sujetos de derecho obrero en este conflicto - 

de equidad colectiva como el anterior jurídico, están de ¡,arme 

dio los intereses de la colectividad sindical y de la coleeti-

vidad en general. 

Estas dos formas conflictivas en materia laboral, Jurí-

dico colectiva y jurídico de equidad, siempre se darán ent r' - 

un sindicato de trabajadores y un patrón o vario;; patrones o - 

un sindicato de patrones o varios sindicatos de patrones. 

CLASIFICACION DE LOS CONFLICTOS SEGUN LOS SUJETOS 

La clasificación más general de los conflictos de traba 

jo es la que toma de base a los sujetos que intervienen en ---

ellos y es también el primer criterio que encontramos en la --

doctrina expuesta en el párrafo anterior. Los problemas de --

trabajo no son idénticos a los del Derecho Civil y de la misma 

rnanera que la aparición del trabajador como persona obligó al.-

Estado a elaborar el Derecho del Trabajo, la presencia de tra-

bajadores y empresarios o Clnicamente de aquellos o ésto% produ 

ce una variante en la naturaleza de los conflictos. Combinan-

do los diversos sujetos resultan los siguientes términos: 

a) CONFLICTOS OBREROS PATPONALES.- Son los que t ienen-

como con;-- raparte a un trabajador y a un patrono, pero pueden - 



ser también una as,l,ciación profesional obrera y un empresario. 

Los ejers 	...cerosos; un trabajador reclama el paga de - 

horas extrard'narias de trabajo, o un sindicato de trabajado-

res pide la mitfi7;aci6n de un contrato colectivo; 

bi1.":91\TL:=J:S INTERSINDICALES.- Que son controversias-

entre dos a.cia:tznes profesionales; la más conocida es la -- 

que versa 	11 titularidad de un contrato colectivo de tra 

bajo; 

ENTRE LA ASOCIAC1ON PROFESIONAL Y SUS ArWE 

MIADOS.- Sa 	:'..ando un empresario no cumple el contrato co 

lectivo de trali,a::, paga salarios más reducidos que pact6 lo - 

	

asociacir. 	de la que forma parte y realiza una con, 

currencia -j-alleal; o bien un obrero es expulsado de un sindica 

to por sup- _:a-ta:; ..-inlaeiones a los estatutos; 

Elvrpr. UNA ASOCIACION PROFESIONAL. Y PEK1ONA 

AJENA A E=E.- 	en el contrato colectivo de trabajo existe 

cláusula 	a):rliaiIn de ingreso, pero el empresario utiliza - 

los servic:zs- 	trabajador libre, puede el sindicato recia 

mar la se-ra 	r ia dicho trabajador; 

	

e) 	ENTRE OBREROS.- 	El caso más frecuente es 

cuando se LL7-.a 	r los derechos escalafonarios; 

	

f? 	?:NTRE PATIZONOS.- Apenas al so recuetdan - 

	

en los t.r 	,xicanos; se cita la pugna entro les propie 

	

tarjas de 	1<.: hilados y tejidos. ¡o conveneMn textil 

divide a las 	-:a7; en dos categorías y fija salaries mo7o-- 
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res para las fábricas de la categoría "A", por lo que reclama-

ron estas empresas la nivelación de salarios, sin conseguirlo, 

porque se alegaron los distintos costos de producci6n y do vi-

da. 

CLASIFICACION DE LOS CONFLICTOS DE TRABAJO DEL MAESTRO TPUBA-

UR13INA 

a) Los conflictos de trabajo se dividen según los suje-

tos que resultan afectados, en ,::,7 -iflictos obrero patronales, - 

interobreros, interpatronales e intersindicales; 

b) En una segunda clasi.icacién divide a los conflictos 

de trabajo en dos grupos: INDIVIEUALES y COLECTIVOS según la - 

naturaleza del interés que se debate; 

c) Según la naturaleza de los conflictos, el maestro --

menciona una clasificacD5n de 7.arcta Oviedo, que non dice que-

pueden ser JURIDICOS y ECONOMICOS.. (36) 

CLASIFICACION DE LOS CONFLICTOS PE TRABAjO DEL MAESTRO JESUS - 

CASTOPENA 

Nos dice el maestro que el término de conflicto no cure 

ce de importancia, pues expresa la idea de combate y de difi--

cultad, a veces casi imposible, para la soluciún de los dite-- 

rancias, tomando criterios para 1  a clasificacién de conflictos 

de trabajo, en primer t6rmine. 	lns sujetas que interviPwin 

(36) DR. MARIO DE LA CUEVA. Cbr. 	. Pág. 725. 
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en ellos y después la naturaleza de los mismos, quedando su --

clasificación como sigue: 

a) CONFLICTOS OBREROS PATRONALES.- Son todos los que -

se desarrollan entre trabajadores y patronos que pueden subdi-

vidir atendiendo a la naturaleza de los conflictos, en CONFLIC 

TOS COLECTIVOS INDIVIDUALES según el interés colectivo o Indi-

vidual que cató en juicio y en CONFLICTOS COLECTIVOS jUR1D1COS, 

siendo aquellos los que tienden a la modificación del estatuto 

jurídico de una persona y los segundos los que se refieren a - 

la interpretación y aplicación del derecho vi,r;ente; 

b) El segundo grupo está constituido por los conflictos 

INTEROBREROS, pues ocurre frecuentemente que los deroehos de -

los trabajadores entren en oposición; 

c) Los conflictos INTERPATRONALES, cuanto en ocasión de 

los contratos colectivos de trabajo conjuntamente por varios - 

patrones sus intereses llegan a estar en oposicinn. 

d) Los conflictos INTERSINDICALES INTEEGREMIALES, si --

tienen como actores a diferentes asociaciones patronales profe 

sionales y pondremos como ejemplo, el ya conocido de la titula 

ridad de un contrato colectivo. (37) 

(37) J. :JESUS CASTORENA.- Tratado de Derecho Cbrero Mexicano. 
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CAPITULO QUINTO 

EL PROGRESO LABORAL EN LA NUEVA LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

Quienes juzgan las nuevas reformas procesales mismas --

que se han armonizado congruentemente en un todo que ya pode--

mes llamar, aún con cierta timidez, Código de Procedimientos - 

Laborales, lo hacen con mente civilista y no admiten por ninqu 

na causa, que el derecho Procesal del Trabajo haya adquirido - 

su propia naturaleza, como un derecho social de la clase traba 

jadora. Si como dice el Dr. Mario de la Cueva la :supremacía - 

Jurídica del trabajo no pudo manifestarne ene la Ley de 1931, - 

que aceptó el principio de la Igualdad de las partes, tan de--

fendida en la actualidad por quienes incurriendo en el campo - 

del Derecho del Trabajo pretenden regir 	procedimiento con - 

las normas rectoras del Derecho Civil del cual nos apartamos - 

a partir del primero de mayo de 1970, cuando el artículo 17 de 

la Nueva Ley Federal del Trabajo Reformada independizÓ radical 

mente el Derecho del Trabajo del Civil, que desaparec16 como - 

fuente supletoria de aquel que a partir de las reforman de ---

1979, el derecho procesal le reconoce plenamente su naturaleza 

social, que ha superado la concepción individualista, y que si 
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el Derecho Procesal es un método impuesto por la Ley para lle-

gar a la justicia, también es un proceso que ya no requiere --

ser la contienda de los desiguales por el triunfo del más fuer 

te y mejor armado, sino, de conformidad con su propia esencia, 

es el camino para la búsqueda apasionada de la Justicia Social. 

Para fiero Calamandrei, seg/n cita que hace el Dr. Ma--

rio de la Cueva, el Derecho Procesal es un método para condu--

cir a las partes pero, a lo largo de sus secuencias, debe capa 

citar al trabajador para la defensa de sus derechos. Por con-

siguiente señala el Príncipe Calamandrei, no podri ner un esto.  

tuto que coloque a las partes dentro de una igualdad formal --

(punto de controversia con los civilistas), cuya consecuencia-

sería el triunfo del social económicamente fuerte, sino plan-

teará como principio básico, la igualación del poder económico 

del empresario y la fuerza jurídica de un derecho de clase. 

Para el Dr. Mario de la Cueva, la idea de la justicia - 

social no sólo es distinta sino mis bien ',puesta a la concep—

ción individualista. Y que, si el proceso laboral es un méto-

do para alcanzar la verdad y la justicia social, resulta indis 

pensable preguntar por el contenido de ente concepto, pues des 

de hace varias décadas se habla de 61, no obstante que ni en - 

la declaración Constitucional de 1917, ni en la Ley Federal --

del Trabajo de 1931 utilizaron el término. Fue la Ley de 1970, 

la que empleó por primera vez su artículo 2o., la que expresa-

que las normas de trabajo "tienden a conseguir el, equilibrio y 

la justicia social en las relaciones entre los trabajadores y- 
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los patrznzs^: la fórmula se reprodujo en la redacción del ar- 

ticulo 17 de la misma Ley, que menciona como fuente supletoria 

de las ricrnas laborales, "Los principios generales de justicia 

social que deriven del artículo 123"; el artículo 18 de la Ley 

citada, expresa que en la interpretacitin de las normas de tra-

bajo se terán en consideración las finalidades señaladas en-

los articulcs 2o. y 3o. finalmente, el articulo 919 previene -

a las 2-untas que en los conflictos colectivos de naturaleza --

econ6m.lza, cuyo planteamiento tenga por objeto la modificación 

de nuevas ..,adiciones de trabajo, o bien, la suspensión o ter-

mina-Jiiin de las relaciones colectivas de trabajo, debe "procu-

rar una szlución armónica para conseguir el equilibrio y la --

justicia szzial". 

5:PLEMENCIA DE LA DEMANDA PUBLICITARIA:- Atendiendo 

al e.   y justicia social prevalente en todo proceso la- 

boral: 2 	"suplencia de la queja" como se ha pretendido, por 

quienes 	nan hecho una interpretación desde el punto de vis- 

ta de 	nerrenéutica jurídica, sino en forma parcial, se apo- 

ya en :5.1.,s nedidas: El Articulo 685 en nu párrafo segundo pre-

viene: '::".uando la demanda del trabajador sea incompleta, en --

cuantc a 1..:e no comprenda todas las prestaciones que de acuer- 

do 	es:3. ley deriven de la acción intentada o procedente, - 

con,jere a 1Gs hechos expuestos por el trabajador, la Junta en 

el 	admitir la demanda subsanar -5 ósta. Lo anterior, 

sin 	de que cuando la demanda sea obscura o vaga, se 

prc.7eda en ins términos del articulo 873 de esta Ley", la se— 

gunda 	estar señalada en el pIrrafo segundo del. precitado 
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artículo 873 para el caso de que la Junta notare alguna irregu 

laridad, en el escrito de demanda del trabajador o de sus bene.  

ficiarios, o que estuviere ejercitando acciones contradicto---

ries, las hará saber a los promoventes, y los prevendrá para -

que las subsanen" esta asesoría inicial" como la llama el Dr. 

Mario de la Cueva, se encuentra apoyada en los métodos que de-

ben seguir las Juntas y cumplir con la misión que deviene con-

la Declaración de los dere:-hos Sociales plasmados en la Consti.  

tución de 1917 expresados czn mayor claridad en los artículos-

2, 17, 18, 919 que deben to7arse en cuenta al decidir las con-

troversias laborales. 

Artículo 686. El proceso del derecho del trabajo y los 

procedimientos paraprocesales se subastanciarán en los térmi—

nos señalados en la presente Ley. 

Las juntas ordenaran que se corrijan cualquier irregula 

ridad u omisión que notaren en la substanciación del proceso,-

para el efecto de regularizar el procedimiento, sin que ello 

implique que puedan provocar sus propias resoluciones, según 

lo dispone el artículo 648 de la presente ley. 

No obstante que en e: párrafo segundo del artículo 696-

de la Ley, es una calca del artículo 59 del Código Federal de-

Procedimientos Civiles. Nc por ello deja de ser una novedad - 

en el. Procedimiento Laboral la facultad que les concede a las-

Juntas para corregir cualquier irregularidad u omisión que no-

taren un la substanciación gel procedimiento, hecho convenien-

te para la celeridad del 7:1£17eD y atención de las propias caras 
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terísticas de la calidad del juicio laboral, sin que esto qui-

siera decir, que se contraviene lo dispuesto en el articulo --

648 de esta Ley, toda vez que no implica una renovación de trua 

propias determinaciones, cuando sólo se trata de regularizar. - 

el procedimiento y acelerar el mismo, como ya se dijo anterior 

mente. 

EL JUICIO ORDINARIO 

Este procedimiento se encuentra regulado por los art1cu 

los 870, 871, 872, 873, 874, al 888 de la Ley Federal del Tra-

bajo, es novedoso e importante por parte del legislador el pro 

mover y agilizar el procedimiento de estos juicios que induda-

blemente redundará como así lo afirma el maestro Alberto Truc-

ha Urbina en sus comentarios a esta Ley, en beneficio de la --

clase trabajadora. Su Procedimiento consta de tres etapas; --

a) La de Conciliación, Demanda y excepciones y Ofrecimiento de 

Pruebas; b) La de desahogo de pruebas, y, c) Finalmente, en-

esta etapa la correspondiente a la Sentencia o Laudo. Cabe ha 

cer mención que es tambi6n una novedad lo dispuesto por el ar-

tículo 879 en el que señala que la audiencia se llevará a cabo, 

aGn cuando no concurran las partes, o sea que se desahogarán - 

las pruebas que est6n preparadas que es una manera de impulsar`

el procedimiento. 

LOS JUICIOS ESPECIALES 

Cono su nombre lo indica son aquellos que pueden tener-

un trámite más rápido y se encuentra regulado por los artícu-- 
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los 892 al 899 de la Ley de la Materia y como tambln lo ^ani-

fiesta el Maestro Alberto Trueba Urbina en sus comentarls a - 

esta Ley, que por su sencillez de los mismos se les cola en-

tal clasificacidn, por ejemplo para tramitar ante la 3t.:".,a de-

Reducción de jornada de trabajo a que se refiere el art1.lo - 

153 fracción X de la Ley Federal del Trabajo, para ¿-2 pa•.?1.,  de-

la Prima de Antiguedad a que se refiere el artículo 162 de la- 

Ley Laboral y las acciones individuales y colectivas a 	se- 

refiere el artículo 153 fracción X; así como lo re7lerenz.e 

pago de gastos de traslado de un trabajador de su 	de re- 

sidencia, como lo establece el artículo 236 de la 	-,:eral- 

del Trabajo, siendo una novedad en estos tipos de 1 	_ que- 

la Prima de Antiguedad se deba hacer por el interesa 

te un trámite especial y no la Via Ordinaria come se 	ha- 

ciendo anteriormente, con lo que trae consigo trár_i‹:.es e- rro 

sos y se pueda ventilar y resolver un problema que se 11ant.ea-

a la autoridad laboral en menor tiempo. 

PROCEDIMIENTOS PARAPROCESALES O VOLUNTAPIOS 

Son aquellos que por disposición o mandato .de :a 

requieren la intervención de la autoridad del trabac 

de Conciliación y Arbitraje sin que ello implique 	eYlate 

conflicto entre las partes que concurren a la misma, 

trámites que se hacen ante la misma para comproba.r 

dad de un trabajador, para la cancelación de una 	para- 

la firma de un convenio cuando existe acuerdo entr. ,:' 

que lo firman (patrón y trabajador) , y para otros er 	- 
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no hay controversia pero en los que es necesario que sea la --

autoridad del trabajo que sancione de alguna manera los mismos, 

encontrándose regulado este tipo de procedimientos Paraprocesa 

les o Voluntarios en los artículos 982, 983, 984, 985, 986 al-

991 de la Ley Federal del Trabajo vigente. 

PROCEDIMIENTO EXTRAORDINARIO 

Este procedimiento se aparta del procedimiento conven--

cional en algunas normas que son aplicables en los juicios or-

dinarios por ejemplo en los términos y por cuanto a su indivi-

dualización este es un derecho concreto cuyo titular es el Ira.  

bajador asociado de otros que tiene la mayoría de la fuente de 

trabajadores, es decir el cincuenta por ciento más uno. 

Los elementos constitutivos de la norma están condicio-

nados en la propia existencia que se concreta a los objetos de 

la huelga, que está expresada en el artículo 450 y a la forma-

en que se debe hacer valer este ejercicio tendremos como cense.  

cuencia dos caracterizaciones la instancia de la Huelga por --

faltar los elementos esenciales de Pando y forma. 

PLANTEAMIENTO 

Este debe estar considerado en los objetivos de la huel 

ga que se trata de violaciones, revisiones o firma de contrato. 

LA CONC1LIACION 

El procedimiento que se observa en el juicio ordinario-

con la salvedad que el procedimiento de huelga cc lleva son el 
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estallamiento de la misma, no se archiva hasta nueva promoción, 

como sucedía con la Ley anterior. 

LA SUSPENSION DEL TRABAJO 

Por lo que respecta a la huelga va a tener ésta, cuando 

el titular de la acción o representante la estalle de conformi 

dad con los objetivos que señala el articulo 450 con excepción 

de la fracción VI, o sea el apoyar una huelga que tenga por oh 

jeto solidarizarse con la lucha de clanes de otros trabajado—

res, pero ésta quedó excluída en los caos de aumento de sala-

rios anuales a que se refieren los artículos 399 y 419 de la -

Ley Federal del Trabajo. 

EL ARBITRAJE 

En los casos de los conflictos de huelga, se dice que - 

el arbitraje es el sometimiento por parte de los trabajadores-

que se obligan a someterse a la decisión de la Junta, con lo - 

que se .-quirá el Procedimiento Ordinario o el Procedimiento - 

para Conflictos Colectivos de Naturaleza KeonÓmica segtn el ca 

so de conformidad con lo establecido por el articulo 937 de la 

Ley Federal del Trabajo. (36) 

(36) DR. ALBERTO TRUEBA MINA Y JORGE TIMBA BARRERA. Ley --
1•'e'ivral del Trabajo, Móxico, 1961. 



CONCLUSIONES 

lo. Delimitar la competencia de las Juntas de los Esto 

clz.s para que conozcan de los juicios individuales resulta con-

trar:ictorio, toda voz de que ocasiona molestias al Sindicato - 

lazante por razón de que tiene que trasladarse a La Capital_ 

zle la Pepfiblica para su trámite y resolución, por lo que se --

llega a la conclusión do que debe ampliarse la competencia n - 

clic ':..as Juntas Especiales para quo conozcan de los nogocion Co-

:estivos de Naturaleza Económica y Jurídica. 

2a. Con las nuevas disposiciones procesales vigente:; - 

e a partir del lo. de mayo de 1980, el Procedimiento Ordina-

r ..:i se rosumi6 en tres etapas que son: a) Demando, Contesta-- 

_:r., Excepciones y Defensas, Ofrecimiento y Admisión de Prue-

'taz; b) El desahoun de pruebas y; c) El laudo o Sentencia. 

3a. Tomar en cuenta y enunciar los principios rectores 

prrsJedimiento constituyó uno de los adelantos del legisla-

..z_ del Nuevo Derecho Procesal, en los eualeo se destacó de ma 

ora esuncial la impulsión del procedimlento cnmo se puede 

en sus artículos 878, 879, 484, como lo e:; la contes-

ta:7:1n de la demanda y en el desahogo do pruebas. 
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